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La Constitución Económica está integrada por el conjunto 
de normas destinadas a proporcionar el marco jurídico fun-
damental para la estructura y funcionamiento de la actividad 
económica 1, no estando destinada a garantizar la existencia de 
un determinado orden económico, salvo en las constituciones 
de modelo soviético. En Venezuela se ha pretendido imponer 
desde el año 2006 –a pesar del rechazo popular y mayoritario 
del pueblo venezolano demostrado en el referéndum constitu-

1	 Garcia Pelayo, Manuel: Consideraciones sobre las Cláusulas Económicas de 
la Constitución, Obras Completas, 3 volumen, Tomo III, Madrid, 1991 p. 
2.581; Allan Brewer Carias: La Constitución de 1999 Derecho, Constitucional 
Venezolano, Tomo II, 4ta Edición, p. 820: “La Constitución Económica tiene 
por objeto establecer los principios del régimen de las relaciones econó-
micas y el papel que, en las mismas, corresponde a la iniciativa privada 
y al propio Estado”. Por su parte, Rondón de Sansó, Hildegard, Ad Imis 
Fundamentis Análisis de la Constitución Venezolana de 1999, Parte Orgánica y 
Sistemas, Editorial Exlibris. Caracas 2000 p. 236: en cuanto a la definición 
de la Constitución Económica señala: “En el caso específico de la Consti-
tución de 1999, las normas que comprenden no sólo las reglas dogmáticas 
relativas a los derechos de los sujetos que le son reconocidos y las potes-
tades que el Estado detenta en tales materias, sino que también aborda 
la mayoría de los aspectos que conforman el régimen económico rector 
de la sociedad”. Consúltese también: Briceño Claudia y Núñez Machado, 
Ana Cristina: Vadell Hermanos, Editores Caracas 2000, p. 179 y ss. “Aspec-
tos Económicos de la Nueva Constitución” en Comentarios a la Constitu-
ción de la República Bolivariana de Venezuela: “La Constitución Económica 
comprende el conjunto de normas constitucionales destinadas a delinear 
el Régimen Económico fundamental del Estado, la consagración de los 
derechos económicos y la delimitación de la participación del Estado en la 
economía del país”. Véase, Núñez Machado Ana Cristina “Los Principios 
Económicos de la Constitución de 1999 en Revista de Derecho Constitucional 
N° 6”. Así mismo, la Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Civil 
en Sentencia del 17 de noviembre de 1999 definió a la Constitución Econó-
mica como: “El marco jurídico fundamental para la estructura y funciona-
miento de la actividad económica (o para el orden del proceso económico, 
en palabras del profesor Luis Diez Picazo) en el cual se define el orden 
económico en sus funciones esenciales y se establecen normas que sirven 
de parámetros para la acción de los operadores económicos”. Véase tam-
bién en “Derecho comparado”, Martín-Retortillo, Baquer Sebastian, Dere-
cho Administrativo Económico I, La Ley, Madrid, 1988, Pág. 29: Quien define 
a la Constitución Económica como “El conjunto de principios y normas 
que, a nivel Constitucional, establecen el marco jurídico fundamental 
para la estructura y funcionamiento de la actividad económica”.



149

Estado actual del sistema económico socialista contrario a la Constitución 
Económica vigente de 1999 (limitaciones desde abril de 2013) 

Juan Domingo Alfonzo Paradisi

cional de 2 de diciembre de 2007 en relación con la pretendida 
Reforma Constitucional 2– un modelo de economía socialista 
que no está previsto en la Constitución vigente de 1999, con-
trariando el modelo de Economía Social de Mercado 3. Dicho 

2	 https://es.wikipedia.org/wiki/Refer%C3%A9ndum_constitucional_de_
Venezuela_de_2007#cite_note-7:

Resultados Parciales con el 94% de las actas escrutadas 7

Opción Sí SI Opción No NO

4.404.626 votos 49,34% 4.521.494 votos 50,65%

4.360.014 votos 48,99% 4.539.707 votos 51,01%

3	 La propuesta de Reforma Constitucional sometida a referéndum el 2 
de diciembre de 2007 contenía un proyecto de Constitución y economía 
socialista, que vaciaba de contenido el derecho a la libertad económica, 
entre otros, mediante la modificación del artículo 112 de la Constitución 
vigente, así como de la pretendida aprobación de la disposición transitoria 
9ª de la Reforma, que implicaba que el Ejecutivo Nacional podía regular 
la transición mediante decretos al modelo de economía socialista, incu-
rriéndose en una deslegalización prohibida por la Constitución del 99 y 
vulnerándose de manera permanente el principio de división de poderes 
característico de un sistema democrático y de derecho. El haberse impro-
bado o rechazado por el soberano, mediante referéndum popular, la pre-
tendida reforma constitucional implicó un rechazo al establecimiento de 
una Constitución Económica Socialista, lo cual es relevante para rechazar 
todas aquellas normas legales, decretos leyes o sublegales que pretendan 
con posterioridad la imposición de un sistema económico que fue impro-
bado por el pueblo venezolano mediante referéndum popular y que colide 
o viola la Constitución vigente de 1999 aprobada de igual manera por la 
vía de referéndum popular. Así ha sucedido con el Decreto Ley Orgánica 
de Precios Justos que vulnera la Constitución Económica, sus principios 
(artículo 299 de la Constitución vigente), constituye una nueva reducción 
al ámbito y contenido del derecho libertad Económica (artículo 112 de la 
Constitución vigente), reduce el ámbito de la autonomía privada empresa-
rial, limita la competencia y pretende limitar las ganancias en proporción 
a los costos. En el voto salvado en relación con la Sentencia del Tribunal 
Supremo de Justicia en Sala Constitucional, de fecha 2 de noviembre de 
2007, el magistrado Jesús Eduardo Cabrera expuso que: un cambio como el 
pretendido en la pretendida Reforma Constitucional conduciría no a una 
reforma sino a una nueva Constitución la cual debería ser votada por el 
poder Constituyente Originario. En efecto, el magistrado Cabrera expuso: 
“En criterio de quien disiente, un sistema de organización social o econó-
mico basado en la propiedad y administración colectiva o estatal de los 
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modelo de economía socialista, posteriormente, ha venido 
imponiéndose a través de leyes dictadas por la anterior Asam-
blea Nacional (2005-2010; 2010-2015) y a través de Decretos 
Leyes dictados por el presidente de la República basado en 
anteriores leyes habilitantes. Así mismo, la economía socia-
lista desde enero de 2016 se ha fundamentado en la Declara-
toria de Estado de Excepción y Emergencia Económica basado 
en la “guerra económica”, la cual sólo existe en la narrativa y 
en el “imaginarium” del gobierno y sobre la cual se ha mon-
tado toda la legalidad socialista que choca con la Constitución 
vigente y deriva del Plan de La Patria 2013-2019. Dicha política 
errada es la verdadera causa de muchos de los males que sufre 

medios de producción, como lo es básicamente el socialista, en sus dis-
tintas concepciones, cual es el propuesto en el Proyecto de Reforma, cho-
caría con lo que quien suscribe, y la propia Sala, era considerado Estado 
Social, y ello -en criterio del disidente- puede afectar toda la estructura y 
los principios fundamentales del Texto Constitucional, hasta el punto que 
un nuevo ordenamiento jurídico tendría que ser creado para desarrollar 
la construcción del socialismo. 

	 No es que Venezuela no puede convertirse en un Estado Socialista. Si ello 
lo decide el pueblo, es posible; pero a juicio del voto salvante, tal logro sería 
distinto al que la Sala ha sostenido en el fallo de 24 de enero de 2002 (Caso: 
Créditos Indexados) y ello conduciría no a una reforma de la Constitución 
sino a una nueva Constitución, la cual debería ser votada por el Poder 
Constituyente Originario. Al menos, en nuestro criterio esto es la conse-
cuencia del fallo N° 85 de 24 de enero de de 2002. Consúltese en: http://
www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Noviembre/2042-021107-07-1374.htm. En 
este sentido, ya el Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional en 
sentencia 2042 de fecha 24 de enero de 2002 “había sostenido”: no es que el 
Estado Social de Derecho propenda un Estado Socialista, o no respete la 
libertad de empresa o el derecho de propiedad, sino que es un estado que 
protege a los habitantes del país de la explotación desproporcionada, lo 
que se logra impidiendo o mitigando prácticas que atentan contra la justa 
distribución de la riqueza, y que conforme a las metas contenidas en el 
Preámbulo de la Constitución, tiende en toda forma a evitar la actividad 
monopólica, los abusos de la posición de dominio, la demanda concen-
trada (Art. 113 constitucional); los ilícitos económicos, la especulación, el 
acaparamiento, la usura, la cartelización (Art. 114 eiusdem); la adquisición 
de bienes y servicios de baja calidad, o que se ofrezcan sin la información 
adecuada o engañosa sobre el contenido y características de los servicios 
y productos de consumo, así como que se atente contra la libertad de elec-
ción de los mismos (Art. 117 constitucional)”. 
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la Venezuela de hoy caracterizada por una planificación cen-
tralizada y marxistaleninista que ataca el sector empresarial 
y productivo venezolano y que ha conllevado a una elevada 
inflación 4, falta de producción, la desindustrialización del país, 
desincentivos a la inversión extranjera y nacional, fuga de capi-
tales, a una escasez y a una falta de abastecimiento de produc-
tos e insumos básicos para la población. 

Mediante el presente trabajo vamos a señalar la regulación 
que recientemente (desde el 19 de abril de 2013 en adelante, 
fecha de la toma de posesión de Nicolás Maduro como Presi-
dente de la República), ha seguido estableciendo el sistema eco-
nómico socialista que, vulnerando las normas constitucionales, 
se ha impuesto en Venezuela. Debemos señalar que el objeto 
de investigación y análisis de este trabajo es la regulación 
reciente, con el marco temporal que se ha señalado y advir-
tiendo que esta legalidad socialista se ha venido construyendo 
peldaño a peldaño desde hace por lo menos diez (10) años con 
el hito relevante de las leyes comunales del 2010 5 y sin olvidar 

4	 Según lo publicado por el Banco Central de Venezuela (BCV) en su 
informe “Resultados del índice nacional de precios al consumidor, pro-
ducto interno bruto y balanza de pagos Cuarto trimestre de 2015 – cierre 
del año 2015”, publicado el 18 de febrero de 2016, se ha establecido que 
“la variación acumulada del INPC durante todo el año 2015 se ubicó 
en 180,9”. http://ecoanalitica.com/noticias/ecodice-perspectivas-2017-co-
lapso-o-transicion. Para ecoanalítica el índice de inflación para 2016 fue 
de 525.1% y la proyección para el 2017 es de 850%. 

5	  Ley Orgánica de los Consejos Comunales publicada en la Gaceta Oficial 
Nº 39.335 de fecha 28 de diciembre de 2009 y  la Ley Orgánica del Poder 
Popular; Ley Orgánica de Planificación Publica y Popular Ley Orgánica de 
las Comunas, Ley Orgánica del Sistema Económico Comunal y Ley Orgá-
nica de la Contraloría Social, todas ellas publicadas en la Gaceta Oficial 
Nº 6.011 del 21 de diciembre de 2010, estableciendo un Estado de organiza-
ción territorial del Estado Comunal paralelo al Estado Federal Descentra-
lizado establecido  en la Constitución vigente de 1999. Véase estudio sobre 
estas leyes Brewer Carias, Allan y otros en: Leyes Orgánica sobre el Poder 
Popular y el Estado Comunal. Editorial Jurídica Venezolana. Colección Tex-
tos Legislativos N°50. Caracas 2011. Veáse en especial en la referida publi-
cación, Alvarado Andrade, Jesus María: “La ‘Constitución Económica’ y 
El Sistema Económico Comunal (Reflexiones Críticas a propósito de la 



152

Revista Electrónica de Derecho Administrativo Venezolano Nº 10/2016

que todo este andamiaje, desde el punto de vista económico, 
tiene entre otros dos pilares muy importantes  el control de 
cambios y el control de precios  previstos desde el año 2003 6. 

Cabe destacar que la encuesta sobre condiciones de vida 
en Venezuela (ENCOVI) publicada el 17 de febrero 2017 y rea-
lizada sobre 6.500 familias por las principales universidades 
del país (Universidad Católica Andrés Bello UCAB, Universi-
dad Simón Bolívar USB y UCV Universidad Central de Vene-
zuela) reveló que el 81.8% de los hogares venezolanos viven 
en pobreza y que Venezuela se ha convertido en el país más 
pobre de América Latina. Según Ángel Oropeza, profesor de 
la UCAB, “Hay 52% de pobreza extrema, es decir, más de la 
mitad de las familias venezolanas, de hogares venezolanos, 
en pobreza extrema” y apenas tenemos un 8% de hogares no 
pobres” 7. Así mismo, la Academia Nacional de Ciencias Eco-

Ley Orgánica del Sistema Económico Comunal”. Consúltese Así mismo, 
Palacios Márquez, Leonardo: “La Tributación y la Ley de Costos y Pre-
cios justos” en especial su capítulo a manera de Introducción: “La Ley De 
Costos y Precios Justos como Herramienta del Estado Comunal”. En Ley 
De Costos y Precios Justos, Coordinación Claudia Nikken y otros. Colección 
Textos Legislativos Editorial Jurídica Venezolana Caracas 2012 p.321 y ss. 
Sobre el desmantelamiento del Estado Federal y la pretendida construc-
ción de un Estado Comunal no previsto en la Constitución vigente véase 
en Sáchez Falcón, Enrique. J: “Estado Comunal y Estado Federal en Vene-
zuela ¿Son Constitucionalmente conciliables ambas formas de Estado” 
Cuadernos de la Fundación Manuel García- Pelayo.Caracas 2017. 

6	 Convenio Cambiario N°1 celebrado entre el Ejecutivo Nacional por órgano 
del Ministerio de Finanzas y el Banco Central de Venezuela publicado en 
la Gaceta Oficial N° 37.625 de fecha 5 de febrero de 2003. Véase igualmente 
Decreto N° 2.304 de fecha 5 de febrero de 2003 publicado en la Gaceta 
Oficial N° 37. 626 de fecha 6 de febrero de 2003 mediante el cual se decla-
raron los bienes y servicios que allí se señalan como de primera necesidad, 
siendo posteriormente fijados sus precios máximos por el Ministerio de 
Producción y Comercio. Desde ese año se han previsto una serie de con-
venios cambiarios (36) y diversos decretos y fijaciones de precios máxi-
mos por la Superintendencia Nacional de Derechos Socioeconómicos 
(SUNDDE), incluso algunos de estos últimos han sido publicados en la 
página web de la SUNDDE y no en la Gaceta Oficial. 

7	 www.el-nacional.com/noticias/crisis-humanitaria/encovi-loshogares-
	 esta-pobreza_81460
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nómicas ha realizado en fecha reciente dos pronunciamientos 
importantes con los cuales estamos de acuerdo y que atacan el 
fondo del problema que referimos de seguidas: el primero, en 
fecha 21 de octubre de 2016 en el cual expresó:

“La Academia Nacional de Ciencias Económicas considera 
su deber pronunciarse sobre las causas y consecuencias de 
tan lamentable situación, en beneficio de contribuir con su 
comprensión y con la formulación de políticas que puedan 
sacar al país de tal extravío. Sus causas anteceden a la caída 
en los precios de exportación del petróleo. Encuentran sus 
raíces en el proyecto económico implantado por ambos 
gobiernos, el cual ha despilfarrado los enormes recursos 
percibidos, destruido la capacidad productiva doméstica, 
alimentado la inflación y aumentado nuestra dependencia 
del ingreso petrolero y de proveedores foráneos. Las lar-
gas colas de venezolanos observadas por doquier buscando 
alimentos, medicamentos y otros productos incrementan 
la tragedia representada por un alza desmedida de pre-
cios, que podría superar este año el 180%. Esta realidad no 
se corrige con medidas represivas ni cierres de fronteras. 
Tampoco puede aceptarse la actitud del Banco Central y de 
otros organismos, de ocultar la información sobre el aconte-
cer económico, violando los artículos 311 y 319 de la Consti-
tución, como si con ello la grave situación no existiese.

Es imperativa la liberación de las fuerzas productivas para 
aliviar la escasez, generar fuentes de ingreso adicionales y 
proveer empleo productivo y bien remunerado. Venezuela 
tiene los recursos con los cuales superar la presente situa-
ción. Corresponde al Ejecutivo instrumentar un ajuste que 
restablezca los equilibrios macroeconómicos requeridos 
para unificar el tipo de cambio en torno a sus valores de 
equilibrio, abatir la estanflación, generar expectativas favo-
rables a la inversión y establecer condiciones financieras 
que promuevan el ingreso de los capitales necesarios para 
que estos cambios tengan viabilidad. Este esfuerzo requiere 
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el restablecimiento pleno de los derechos de propiedad y el 
levantamiento del aparato punitivo de controles y regula-
ciones que está asfixiando a la economía. Un programa bien 
diseñado de apoyo a los sectores más vulnerables podrá 
reducir el impacto adverso de estas medidas de sanea-
miento en el corto plazo mientras se generen los empleos 
productivos bien remunerados que sustenten mejoras en el 
bienestar de los venezolanos” 8 (Subrayado nuestro).

Así mismo, en fecha reciente, 1 de marzo de 2017, la Aca-
demia Nacional de Ciencias Económicas se ha dirigido a la 
nación para emitir su opinión sobre los graves problemas 
económicos que aquejan a la sociedad venezolana y sobre las 
medidas para superarlos 9. De tal manera la solución desde el 

8	 http://www.ance.org.ve/documentos-conferencias-discursos-entrevistas
	 -y-otros/propuestas-a-la-nacion/21-pronunciamiento.html
9	 En este segundo comunicado de la Academia Nacional de Ciencias Eco-

nómicas se señaló: “Desde la Academia nos hemos pronunciado por la 
necesidad imperiosa de derrotar la espantosa inflación que empobrece 
a los venezolanos, la más alta del mundo durante los últimos tres años, 
para superar tan lamentable situación. Nos sentimos obligados a reite-
rar la urgencia de reducir drásticamente el déficit del Estado, eliminar 
su financiamiento monetario, unificar el tipo de cambio en torno a sus 
valores reales de equilibrio y liberar a las fuerzas productivas para que 
puedan responder a las necesidades del mercado doméstico. Es menester 
sanear las cuentas del sector público, eliminando el gasto improductivo 
y aumentando sus ingresos. Deben sincerarse los precios de los bienes y 
servicios que brinda el Estado, venderse empresas que hoy desangran las 
arcas públicas y combatir eficazmente las corruptelas que tantos recursos 
le han robado a los venezolanos.

	 Sincerar los precios de los combustibles internos y rescatar a la industria 
petrolera de los compromisos impuestos que le han impedido cumplir 
con su misión de producir competitivamente crudo, gas, mejoraría sig-
nificativamente su situación financiera. Así podrá encarar exitosamente 
sus requerimientos de inversión, y de pago de deuda, de proveedores y 
de impuesto al fisco, y prescindir del dinero sin respaldo que le entrega 
el BCV, fuente principalísima de inflación. Si no se logra mejorar drásti-
camente la eficiencia de la industria, las finanzas públicas se verán seria-
mente constreñidas.

	 Asociado a lo anterior está la unificación del tipo de cambio en torno a 
valores que equipararían el poder de compra interno y externo del bolívar 
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punto de vista económico pasa por respetar los principios y 
derechos de contenido económicos previstos en la Constitución 
vigente, así como por liberar las fuerzas productivas a través 
de la reducción de controles de cambio y de precios, trabajar 
en la unificación cambiaria, consolidando el sector productivo 
nacional, y disminuir el déficit del Estado, así como prescindir 

y la creación de condiciones que permitan el libre acceso a la divisa. El 
actual control cambiario, con sus tasas tan dispares y distorsionadoras 
de los precios internos, ha acentuado la fuga de capitales, la devaluación 
incesante de nuestra moneda y la merma de las reservas internacionales 
del país. Su desmantelamiento es indispensable para superar los cuellos 
de botella externos que restringen la capacidad de importar insumos y 
equipos para las actividades productivas, así como los bienes de consumo 
final que requiere la población. La eliminación del déficit público y de su 
financiamiento monetario permitirán derrotar la inflación y estabilizar el 
precio del dólar a niveles varias veces inferior a su cotización en el mer-
cado negro, en un régimen de libre concurrencia. Ello habrá de abaratar 
sustancialmente el precio de la inmensa mayoría de los bienes importados, 
como de aquellos que se fabrican con insumos comprados afuera, siempre 
que se promueva activamente la competencia en el mercado doméstico. 
Con ello se beneficiará el poder adquisitivo de la población.

	 La reactivación de la economía interna y la promoción de la competen-
cia requieren levantar los controles y las regulaciones punitivas. Junto al 
racionamiento en el mercado de divisas, han provocado una severa subu-
tilización de los recursos productivos de la Nación. Por tanto, es de esperar 
una respuesta inmediata de la economía al liberarse las fuerzas produc-
tivas domésticas de los controles que hoy las asfixian. Adicionalmente, 
deben tomarse las previsiones necesarias para fortalecer las instituciones 
financieras de manera que puedan proveer los créditos necesarios para la 
reactivación económica, y estimular la inversión productiva y emprendi-
miento. De otra manera no se podrán generar empleos bien remunerados, 
capaces de restablecer un poder de compra digno a la familia venezolana.

	 Lo anterior se hace aún más factible y provechoso de contar con un gene-
roso financiamiento externo. Este contribuirá a estabilizar el precio del 
dólar y cumplir con nuestros compromisos externos, y coadyuvará con el 
saneamiento de las cuentas públicas y la reforma del Estado. La estabiliza-
ción macroeconómica y la eliminación de los controles habrá de abrirnos 
las puertas a fuentes de financiamiento diversas, hoy negadas por el altí-
simo riesgo con que somos percibidos en los mercados internacionales. 

	 De tomarse las medidas aquí expuestas, el Estado dispondrá de 
recursos para compensar a aquellos sectores vulnerables que 
pudiesen resultar afectados por algunas de ellas.



156

Revista Electrónica de Derecho Administrativo Venezolano Nº 10/2016

de la emisión de dinero inorgánico para combatir la inflación, 
entre otros. 

De igual manera, con la reducción de los ingresos petrole-
ros de 100$ para el III trimestre del 2014, cerca de cuarenta dóla-
res por barril para finales del 2015, un promedio de cerca de 40 
dólares para la cesta petrolera venezolana durante el 2016,  se 
ha impactado la economía venezolana que dado el ataque con-
sistente al sector productivo nacional por parte del gobierno,  
se convirtió en una economía de puertos, importadora y que 
ahora ve disminuido su poder de compra y de pago a importa-
ciones por parte del Estado, así como la dificultad igualmente 
de disponibilidad y otorgamiento de divisas para el pago de 
proveedores internacionales del sector privado, implicando 
esta situación la  escasez de bienes y productos en el mercado 
venezolano. Así mismo, ha acontecido lo que se denomina el 
“encadenamiento productivo”, que consiste en que en ocasio-
nes puede haber todo lo necesario para producir un bien, pero, 
por ejemplo, falta la tapa plástica o, al revés, que se tienen las 
tapas, pero, en ocasiones, no se tienen todos los insumos para 
producir el bien.

I. Control de Cambio

El Convenio Cambiario N° 35 publicado en la Gaceta Ofi-
cial N° 40.865 de 9 de marzo de 2016 se prevé el tipo de cam-
bio protegido (DIPRO) en nueve bolívares con setenta y cinco 
céntimos (Bs. 9,75) por dólar de los Estados Unidos para la 
compra, y en diez bolívares (10,00 Bs) por dólar de los Estados 
Unidos para la venta. De igual manera, a partir  de la entrada 
en vigencia del Convenio Cambiario N° 35, la liquidación de 
las operaciones de divisas para el pago de las importaciones 
de los bienes determinados en el listado de rubros pertene-
cientes a los sectores de alimentos y salud y de las materias 
primas e insumos asociados a la producción de estos sectores, 
por los Ministerios del Poder Popular para Industria y Comer-
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cio y para la Banca y Finanzas, previa opinión favorable de 
la Vicepresidencia Sectorial de Economía y del Banco Central 
de Venezuela, se efectuará al tipo de cambio de venta de diez 
bolívares (Bs 10,00) por dólar.

Así mismo, el Convenio N° 35 establece las operaciones de 
divisas con tipo de cambio complementario flotante de mer-
cado (DICOM) para las operaciones de divisas efectuadas a las 
instituciones internacionales con las cuales la República haya 
suscrito acuerdos o convenios internacionales; las operaciones 
de venta de divisas efectuadas a representaciones Diplomá-
ticas, Consulares sus funcionarios, así como de funcionarios 
extranjeros de los organismos internacionales; a las operacio-
nes de venta de Divisas por parte de Petróleos de Venezuela, 
S.A   (PDVSA) y sus empresas filiales, así como las empresas 
mixtas a las que se refiere la Ley Orgánica de Hidrocarburos, 
la Ley Orgánica de Hidrocarburos Gaseosos y la Ley de Desa-
rrollo de Actividades Petroquímicas, en estos casos se hará a 
cualesquiera  de los tipos de cambio previstos en el convenio 
cambiario, reducido en 0,25%. La liquidación de las operaciones 
de venta de divisas destinadas al pago de consumos y avances 
de efectivo realizados con tarjeta de crédito con ocasión de via-
jes al exterior, se hará al tipo de cambio complementario de 
mercado vigente para el momento de la operación. Todas aque-
llas operaciones de liquidación de divisas no previstas expresa-
mente en el Convenio N° 35 se tramitarán a través de mercados 
alternativos de divisas regulados en la normativa cambiaria, 
al tipo de cambio complementario flotante en el mercado. De 
conformidad con el artículo 17 del Convenio Cambiario Nº 35 
en comentario, los mercados alternativos de divisas a los que 
se contrae el Convenio Cambiario N° 33 de 10 de febrero de 
2015, continuarán en funcionamiento hasta tanto sean sustitui-
dos dentro de un plazo máximo de treinta (30) días; mientras 
esto último ocurra, éste, el tipo de cambio complementario flo-
tante de mercado será aquel al que se refiere el artículo 24 del 
Convenio Nº 33 del 10 de febrero de 2015. Así las cosas, como 
los referidos mercados alternativos no han sido sustituidos ni 
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se ha dictado la normativa especial, se sigue aplicando lo pre-
visto en el artículo 24 del Convenio Cambiario  N° 33, según el 
cual, diariamente, el Banco Central de Venezuela publicará, en 
su página web, el tipo de cambio promedio ponderado de las 
operaciones  transadas durante cada día en los mercados a los 
que refieren los capítulos II y IV del Convenio Cambiario N° 
33 10. Esto es, sigue el Sistema Marginal de Divisas (SIMADI) 
hasta que sean dictadas las normas especiales  que lo sustitu-
yan. 

Por tanto, tenemos una economía con un control cambiario 
desde el año 2003 en la cual no rige la libre convertibilidad de 
la moneda y la libertad de cambio, no se sigue por las reglas 
del mercado de oferta y de demanda para determinar el tipo 
de cambio. Así mismo, al existir dos tipos de cambios y con 
tanta diferencia entre el Dipro y el Dicom donde no se presen-
tan mercados transparentes para el otorgamiento de divisas, 
se presta a tratamientos preferenciales y centralizados para su 
otorgamiento a sectores cercanos a los órganos regulatorios y 
financieros, especialmente en lo referido al tipo de cambio pro-
tegido.  El 27 de marzo de 2017 el Presidente de la República 
anuncio un nuevo sistema de cambio con subastas semanales y 
un nuevo DICOM en cuanto al acceso de las divisas que habrá 
que ver su alcance una vez sea publicado en gaceta oficial 11.

Adicionalmente a los tipos de cambio previstos en el seña-
lado y vigente convenio cambiario N° 35, en el mes de enero 
se crearon casas de cambio en la frontera venezolana con 
Colombia el 17 de enero de 2017 que según la página web del 
Banco Central de Venezuela tiene un dólar implícito calculado 

10	 A la fecha 24 de enero de 2016 el tipo de cambio SIMADI (Sistema Margi-
nal de Divisas) publicado por el BCV es de 684 Bs por dólar para la compra 
y 686 Bs por dólar para la venta. 

11	 http://www.panorama.com.ve/politicayeconomia/Maduro-en-cierre-
de-la-Expo-Venezuela-Potencia-2017-Importantes-anuncios-vamos-a-
hacer-20170327-0090.html
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a 736,25 bolívares por dólar12. Así se iniciaron operaciones con 
una paridad de 4 pesos por bolívar. “Si dividimos los 2.945 
pesos que cuesta un dólar entre cuatro, nos da el precio del 
implícito que estamos estableciendo, y con el que arrancamos a 
trabajar”, explicó Carlos Dorado de Italcambio al diario El Uni-
versal, lo cual da un cambio implícito de 736,25 bs por dólar. 
«El gobernador del Estado Táchira, José Gregorio Vielma Mora, 
informó que en las casas de cambio que comenzaron a operar 
ayer en la frontera con Colombia se fijó una tasa de cambio de 
cuatro pesos por bolívar…por día solo se puede comprar hasta 
un máximo de 200 dólares en efectivo y 300 dólares por trans-
ferencia, en su equivalencia en pesos...»13

En fecha 18 de marzo 2017, Carlos Dorado expresó en el 
diario El Universal:

Alrededor de 4 millones 552 mil dólares y 13.284 millones 
de pesos han canjeado 15.520 personas en las casas de cam-
bio activadas en la frontera con Colombia desde hace dos 
meses, según información suministrada por Carlos Dorado, 
presidente de Italcambio. 

“Atendemos a diario 50 personas por agencia, lo que es 
igual a 500 usuarios entre Táchira y Zulia, por lo que se ven-
den diariamente 150.000 dólares. Buena parte de las divisas 
que transamos, las compramos a dólar Dicom a turistas en 
las oficinas que tenemos en los aeropuertos internacionales. 
Divisa que adquirimos, dólar que vendemos sin falta.

(...)

Según la data estadística expuesta, en enero se vendieron 
casi 1.8 millones de dólares a una tasa de venta de 732,37 

12	 http://www.eluniversal.com/noticias/economia/casas-cambio-
	 utilizaran-dolar-implicito-73625_635457
13	  http://www.el-nacional.com/noticias/regimen-cambiario/bcv-fijo-tasa-

cambio-frontera-pesos-por-bolivar_75875
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Bs/$; en febrero la tasa bajó a 719,99 Bs/dólar y se transó una 
cifra superior al millón 844 mil dólares. Explicó Dorado, que 
a pesar de que es legal realizar operaciones en dólares a tra-
vés de transferencias, la empresa que maneja no acostumbra 
realizarlas por el alto riesgo que representan las estrategias 
de lavado de dinero que se buscan erradicar, aseguró.

(...)

A juicio de Dorado, por otra parte, la nación tiene la posi-
bilidad de engrosar el ingreso de divisas a las arcas de las 
reservas internacionales, con la liberación de la tasa de com-
pra del dólar aplicada a las remesas que el 20% del millón 
200 mil venezolanos que están fuera de las fronteras envían 
a sus familiares en el país 14.

II. Control de Precios

2.1	En materia del régimen de Precios se ha dictado 
recientemente el Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley Orgánica de Precios Justos publicado en la Gaceta 
Oficial 40.787 del 12-11-2015 que establece que ningún 
margen de ganancia superará el treinta por ciento (30%) 
de la estructura de costos del bien producido o servicio 
prestado en el territorio nacional.

Este Decreto Ley prevé que cuando en la determinación 
del precio resultare excedido el margen máximo de ganancia, 
la Superintendencia podrá efectuar el ajuste correspondiente, 
notificando al sujeto de aplicación la fijación del nuevo precio.

2.2	Así mismo, la Providencia Administrativa N° 070/2015 
dictada por la Superintendencia Nacional para la 

14	 http://www.eluniversal.com/noticias/economia/supera-los-millones-
monto-transado-las-casas-cambio_644246
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Defensa de los Derechos Socioeconómicos (SUNDDE) 
publicada en la Gaceta Oficial N° 40.775 del 27-10-2015 
expresa lo siguiente: 

a.	 Se establece un margen máximo de ganancia a los 
productores nacionales y prestadores de servicio 
de 30% para el caso de los productores sobre su 
estructura de costos.

b.	 Se establece un margen máximo de ganancia a los 
importadores de bienes de hasta veinte por ciento 
(20%) sobre su estructura de costos. 

c.	 Limita el margen de intermediación hasta un 
sesenta por ciento (60%) para toda la cadena.  

Este Decreto Ley Orgánica de Precios Justos y la Provi-
dencia Nº 070 de la SUNDDE han establecido en la economía 
venezolana importantes limitaciones a la libertad económica y 
han vaciado de contenido los derechos económicos previstos 
en la Constitución vigente, previendo además una limitación 
–efectuada por vez primera en Venezuela– en relación a los 
márgenes de ganancia con base en las estructuras de costos y 
previendo limites en cuanto a los márgenes de ganancias en 
la cadena de comercialización. Así las cosas, se han previsto 
relevantes limitaciones a la libertad empresarial, se limitan 
los niveles de ganancias de los productores, importadores, así 
como los márgenes de comercialización 15. Se ha pretendido 

15	 Alfonzo Paradisi, Juan Domingo: “El Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Orgánica de Precios Justos, La Limitación del Margen de Ganan-
cias sobre la estructura de Costos” en Análisis Jurídico Económico y Finan-
ciero de la Ley Orgánica de Precios Justos y de la Normativa Complementaria. 
Alfonzo Paradisi, Juan Domingo y otros. Fundación Estudios de Derecho 
Administrativo FUNEDA. Carcas 2014 p. 11 y ss. Abadí M. Anabella y 
Garcia Soto, Carlos: El Control de Precios en Venezuela (1939-2015): De la 
Segunda Guerra Mundial a la “GUERRA ECONOMICA”. Universidad Mon-
teávila, Universidad Católica Andrés Bello (UCAB) y CEDICE. Caracas, 
2016. Nikken, Claudia y otros: Ley de Costos y Precios Justos. Colección de 
Textos Legislativos N°53. Editorial Jurídica Venezolana. Caracas. 2012. 
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con esta política, además, reducir los eslabones de la cadena de 
comercialización. 

	 Las fiscalizaciones realizadas durante el mes de 
diciembre de 2016 en el sector juguetes, tiendas de 
ropa y materiales para el hogar, constituyeron en 
muchos de los casos vías de hecho, sin procedimiento 
administrativo alguno y ordenando de manera 
inmediata, inaudita parte, ajustes o reducciones de 
precios16, lo cual atenta contra los derechos al debido 
proceso, defensa y presunción de inocencia. Situación 
jurídica distinta sería, que luego de una investigación, 
abierto un procedimiento administrativo, efectuado 
una audiencia al interesado y realizado el respectivo 
contradictorio durante el procedimiento administrativo, 
se tomasen medidas en relación a los precios, lo cual no 
ha sido la forma de proceder de parte de las autoridades 
administrativas competentes 17.

16	 Véase caso Juguetes Kreisel: http://www.finanzasdigital.com/2016/12/
sundde-kreisel/ “William Contreras, informó del decomiso de más 
de tres millones 821 mil juguetes almacenados en los depósitos de la 
empresa, los cuales serán distribuidos por los Comité Locales de abasteci-
miento (CLAP), por acaparamiento, boicot en la venta, abuso de posición  
de dominio por parte de la compañía entre otros delitos.” Caso EPK: 
véase: http://www.2001.com.ve/con-la-gente/148048/sundde-ordena-
reduccion-inmediata-en-precios-de-la-tienda-epk---video-.html. “El super‑ 
intendente William Contreras,  anunció este miércoles que tras una fis-
calización en los galpones de las tiendas EPK (El Principito) se ordenó la 
reducción inmediata en los precios de la mercancía y la venta supervisada 
en las 31 tiendas del país, que se llevará a cabo a partir del jueves 22 de 
diciembre y estima que se reduzcan el costo de la mercancía hasta en un 
70%”.

17	  Véase lo irrito de estas fiscalizaciones en relación con la falta o ausen-
cia de debido proceso y de procedimiento administrativo en https:// 
youtube/iXzmbuQH8PM
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III. Rezago de los controles de precios  
y no revisión de fijaciones de precios

Otro tema importante en cuanto al control de precios ha 
consistido en la no actualización de las regulaciones de pre-
cios o la no revisión de precios fijados por las autoridades com-
petentes de manera oportuna que han implicado dificultades 
económicas para las empresas y ha conllevado a la venta de 
esos productos con márgenes de pérdida, lo cual es contra-
rio al ejercicio del derecho a la libertad económica. Ello trae 
como consecuencia la venta perdida en algunos productos y el 
no poder obtener el valor de reposición indispensable para el 
ejercicio de la actividad industrial o comercial. Es importante 
señalar que, contrario a la Constitución y a los derechos econó-
micos, la regulación que implique la venta o comercialización 
a pérdida y toda regulación que esté por debajo de los costos 
de producción es violatoria de los referidos derechos económi-
cos y de la constitución económica y, por consiguiente, es un 
desincentivo para muchas empresas que han o pueden salir 
del mercado por vía de consecuencia o tengan que reducir su 
portafolio de productos.

IV. Del Estado de Excepción  
de Emergencia Económica

Una vez cambiada la fuerza mayoritaria en la Asamblea 
Nacional, y obteniendo el sector opositor la mayoría -dada la 
elección popular de sus representantes celebrada en el mes de 
diciembre de 2015- desde enero del 2016 el Presidente de la 
Republica ha dictado cuatro  (4) Decretos Declarando el Estado 
de Excepción y Declarando el Estado de Emergencia Econó-
mica en todo el Territorio Nacional, ello obviamente, para bus-
car mecanismos para  dictar actos con rango y fuerza de ley y 
así tratar de desplazar o minimizar la labor propia de la Asam-
blea Nacional, todo ello en conjunción y con la aprobación del 
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Tribunal Supremo de Justicia, como se verá más adelante en 
este trabajo. En efecto, el 14 de enero de 2016 se dictó el primer 
Decreto, el Decreto N° 2.184 publicado en la Gaceta Oficial N° 
6.214 Extraordinario declarando “el Estado de Emergencia Eco-
nómica en todo el territorio nacional por un lapso de sesenta 
(60) días. Fue prorrogado mediante Decreto Nº 2.270 de fecha 
11 de marzo de 2016, publicado en Gaceta Oficial Nº 6.219 
Extraordinario de fecha 11 de marzo de 2016. Posteriormente, 
en fecha 13 de mayo de 2016 se dictó un segundo Decreto Nº 
2.323 publicado en la Gaceta Oficial N° 6.227 Extraordinario de 
la misma fecha, mediante el cual se declara el Estado de Excep-
ción y de Emergencia Económica dadas las circunstancias 
extraordinarias que afectan gravemente la Economía Nacio-
nal. Meses después, se dicta el Decreto N° 2.371 del 12 de julio 
de 2016, publicado en la Gaceta Oficial N° 40.942 mediante el 
cual se prorroga, por sesenta (60) días, el plazo establecido en 
el Decreto N° 2.323 de fecha 13 de mayo de 2016. En fecha 13 de 
septiembre de 2016 se dicta el tercer  Decreto,  N° 2.452,  publi-
cado en la Gaceta Oficial N° 6.256 de la referida fecha  mediante 
el cual se decreta el Estado de Excepción y Emergencia Econó-
mica en todo el Territorio Nacional, por sesenta (60) días pro-
rrogables por sesenta (60) días más, dadas las circunstancias 
extraordinarias en el ámbito social, económico y político que 
afectan el orden constitucional, la paz social, la seguridad de 
la Nación, las instituciones públicas y a los ciudadanos y ciu-
dadanas habitantes de la República, a fin de que el Ejecutivo 
Nacional adopte las medidas urgentes, contundentes, excep-
cionales y necesarias, para asegurar a la población el disfrute 
pleno de sus Derechos, preservar el orden interno, el acceso 
oportuno a bienes, servicios, alimentos, medicinas y otros 
productos esenciales para la vida. Fue prorrogado, a su vez, 
mediante Decreto Nº 2.548 de fecha 13 de noviembre de 2016 
publicado en Gaceta Oficial Nº 6.272 de fecha 13 de noviembre 
de 2016. En fecha 13 de enero de 2017  se ha dictado el cuarto 
Decreto,   Decreto Nº 2.667 publicado en la Gaceta Oficial Nº 
41.074 de la misma fecha, mediante el cual se declara el Estado 
de Excepción y Emergencia Económica en todo el Territorio 
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Nacional, con vigencia de sesenta  (60) días  prorrogables por 
sesenta (60) días más, dadas las circunstancias extraordinarias 
en el ámbito social económico y político que afectan el orden 
constitucional, la paz social, la seguridad de la Nación, las ins-
tituciones públicas y a los ciudadanos y ciudadanas habitantes 
de la República, a fin de que el Ejecutivo Nacional adopte las 
medidas urgentes, contundentes, excepcionales y necesarias, 
para asegurar a la población el disfrute pleno de sus derechos, 
preservar el orden interno, el acceso oportuno a bienes, servi-
cios, alimentos, medicinas y otros productos esenciales para la 
vida. Recientemente se ha dictado el Decreto N° 2.742 de fecha 
13 de marzo de 2017 publicado en Gaceta Oficial Nº 41.112 de la 
misma fecha, en cuyo artículo primero se prorroga por sesenta 
(60) días, el plazo establecido en el Decreto N 2.667 de fecha 13 
de enero de 2017 sobre el Estado de Excepción.

De tal manera, el Estado de Excepción de Emergencia Eco-
nómica que permite al presidente de la República dictar Decre-
tos con Rango, Valor y Fuerza de Ley se ha venido extendiendo 
en el tiempo de manera desproporcionada e inconstitucional 
cada ciento veinte (120) días. En efecto, la Constitución prevé 
en casos excepcionales la Declaratoria de Excepción por Emer-
gencia Económica por sesenta (60) días prorrogable, una sola 
vez, por sesenta (60) días más, pero no convertir dicho Estado 
de Excepción “en la normalidad”, para así permitir al presidente 
de la República dictar decretos con Rango, Valor y Fuerza de 
Ley en materia económica contrariando así las disposiciones 
constitucionales, concentrando el poder, evadiendo el sistema 
de pesos y contrapesos, dejando vacía a la Asamblea Nacio-
nal de sus funciones propias y fundamentales en un Estado de 
Derecho y reduciendo, por consiguiente, los derechos funda-
mentales de los ciudadanos. 
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a.	 Sobre el control político y jurídico del Estado  
de Excepción

Cabe señalar que la Declaratoria de Estado de Excepción 
tiene, conforme a la Constitución, artículo 339, un control polí-
tico 18 y un control jurídico. El control político versa sobre la 
oportunidad y los fundamentos del Decreto mientras que el 
control jurídico se refiere a su constitucionalidad. Desde el pri-
mer Decreto N° 2.184 dictado el 14 de enero de 2016  mediante 
el cual se declaró el Estado de Emergencia Económica, la 
Asamblea Nacional trató ejercer el control, conforme al artículo 
339 constitucional, sosteniendo desde su perspectiva, mediante 
el informe de la Comisión Especial de fecha 22 de enero de 2016 y  
aprobado por el pleno de la Asamblea, que no estaban dadas las 
condiciones para declarar un Estado de Emergencia Económica, 
ya que la situación deplorable que existe en Venezuela desde 
el punto de vista económico no se debe en modo alguno a la 
denominada “guerra económica” sino a la errada política que 
ha seguido el Ejecutivo Nacional y, es a ello, que se debe el 
deterioro económico que está atravesando Venezuela en estos 
tiempos. Así, la Comisión Especial sostuvo que el Ejecutivo 
Nacional parte de un diagnóstico insatisfactorio de las causas 
de la crisis económica atribuyéndolo exclusivamente a una 
guerra económica iniciada supuestamente por factores externos 
e internos contra el pueblo venezolano en detrimento de las 
actividades económicas, no reconociendo el Ejecutivo Nacional 
ningún efecto a las políticas fiscal, monetaria, cambiaria y de 

18	 En cuanto al control político previsto en el artículo 339 de la Constitución 
véase Brewer Carias, Allan: Dictadura Judicial y perversión del Estado 
de Derecho. La Sala Constitucional y la destrucción de la democracia en 
Venezuela. 2da Edición, Editorial Jurídica Venezolana Internacional. Cara-
cas- New York. 2016 p. 203  “la Constitución le atribuyó en esta forma al 
órgano parlamentario la potestad de control político sobre los decretos de 
estado de excepción, asignándole el poder de aprobarlos, y por supuesto 
de improbarlos. Cuando la Constitución dispone que el decreto se remita 
a la Asamblea ‘para su consideración y aprobación’ es por supuesto para 
su consideración, y como derivado de ello, para su aprobación o improba-
ción. De lo contrario no sería control alguno, sino una simple rúbrica”.
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precio que actualmente aplica. Así mismo, señaló la Comisión 
Especial que las decisiones del Ejecutivo Nacional entre 2003 
y 2012 en años de bonanza económica, agravaron la fragilidad 
de la economía venezolana y que en ningún momento se aplicó 
el Fondo de Estabilización Macroeconómica dado los precios 
altos del petróleo durante todos esos años para así lograr tener 
una reserva para el momento en que ocurriese una baja en los 
precios del petróleo 19. Adicionalmente, la Comisión Especial 
señaló en su informe que a estas razones debe sumarse los 
efectos de un sistema de precios rígidos que impide cubrir los 
costos de producción; que el actual régimen de cambios múl-
tiples genera oportunidades a la corrupción reconocida por el 
propio Presidente Nicolás Maduro 20; que al no reconocer estos 
problemas ni proponer soluciones el aplicar el Decreto agrava-
ría la actual crisis en lugar de resolverla.

Así mismo, el Decreto de Estado de Emergencia Econó-
mica en ningún momento justificó satisfactoriamente –desde 
el punto de vista de la técnica constitucional de los Estados 
de Excepción– que los “medios ordinarios” de los que dispone 
el presidente de la República sean insuficientes para atender 
la crisis21. De igual manera, sostuvo la Comisión Especial 

19	 Véase informe de la Comisión Especial de la Asamblea Nacional de fecha 
22 de enero de 2016 consultado en original.

20	 Cuando el propio Presidente Maduro solicitó a la anterior Asamblea Nacio-
nal “Poderes habilitantes especiales para 12 meses y lanzar una lucha 
temprana para combatir” entre otras cosas “una colección de dificultades 
que bien podríamos bautizar con el nombre de Cadivismo” informe de la 
Comisión Especial numeral 15 emanado en fecha 22 de enero 2006.

21	 El informe de la Comisión Especial de fecha 22 de enero de 2016 en su 
página 9 y ss. señala el listado de Leyes y regulaciones vigentes que per-
miten al gobierno adoptar las medidas enumeradas en el Decreto que 
declaró el Estado de Excepción en este sentido la doctrina ha señalado 
los requisitos o elementos para dictar un Estado de Excepción, entre los 
cuales se encuentra que los hechos que determinan el Estado Excepcional 
no pueden combatirse con las facultades de que normalmente dispone el 
Poder Público sino que se requieren de otros recursos especiales o extraor-
dinarios para poder enfrentar la situación. Véase en ese sentido, Rondón 
De Sansó, Hildegard:” La Constitución de 1999 Cuatro Temas Álgidos de la 
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que, de aprobarse el Decreto de Emergencia Económica, la 
Asamblea no sólo se ausentaría de sus responsabilidades sino 
también reduciría espacios de participación a universidades, 
gremios, sindicatos, empresarios, comunidades, partidos polí-
ticos y movimientos sociales. Por último, el informe señaló en 
el numeral 19 que el Decreto propone dispensar de todo tipo 
de controles a las puertas de una crisis económica y concen-
trar todo el Poder en el Ejecutivo Nacional, desconociendo así 
la importancia de la división de poderes y de la rendición de 
cuentas propias de los sistemas democráticos, aumentando así 
las oportunidades para el despilfarro, la desviación y la apro-
piación indebida de fondos públicos y bienes privados sin con-
trol alguno.

La Comisión Especial señaló en la última parte de su 
informe (numerales 27 y 28) una serie de sugerencias encami-
nadas a enfrentar y resolver la crisis económica y social que 
sufre Venezuela.

Ahora bien, ese informe de la Comisión Especial fue apro-
bado; sin embargo, en fecha  3 de febrero de 2016 diversos 
representantes de Consejos Comunales y miembros de Comu-
nas interpusieron por ante la Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo de Justicia un recurso de interpretación de natura-
leza Constitucional sobre el alcance, particulares y consecuen-
cias del artículo 339 en concatenación con el artículo 136 de la 
Constitución, además de los artículos  27 y 33  de la Ley Sobre 
Estados de Excepción. 

Constitución Venezolana de 1999 Editorial Exlibris 2005 p.193 y ss. Quien ha 
planteado: “los estados de excepción son como ha quedado expresado, las 
circunstancias extraordinarias dotadas de las características de la irresis-
tibilidad de los fenómenos y la lesividad de sus efectos, que se plantean 
en un régimen constitucional afectando o amenazando con hacerlo a sus 
instituciones fundamentales, impidiendo el normal desarrollo de la vida 
ciudadana y alterando la organización y funcionamiento de los poderes 
públicos”    
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Así, en sentencia del Tribunal Supremo de Justicia, Sala 
Constitucional N°7, de fecha 11 de febrero de 2016 se sentó que:

“3.3	 En lo que concierne al control político, el Decreto decla-
rando el Estado de Excepción deberá ser “aprobado 
por la mayoría absoluta de los diputados y diputadas 
en sesión especial que se realizará sin previa convoca-
toria, dentro  de las cuarenta y ocho horas de haberse 
hecho público el decreto” (artículo 27, parágrafo pri-
mero, Ley Orgánica de Estados de Excepción); norma 
que, por notoriedad comunicacional, advierte esta 
Sala, no fue cumplida por la Asamblea Nacional, cir-
cunstancia  que vulneró la legalidad procesal, la segu-
ridad jurídica y el debido proceso consagrado en el 
artículo 49 Constitucional, pilares fundamentales del 
Estado Constitucional de Derecho (vid. 2, 7, 137, 334, 
335, y 336 del Texto Fundamental), viciando de nuli-
dad por Inconstitucionalidad el proceso que culminó 
con el constitucionalmente írrito acuerdo dictado por 
la máxima representación del Poder Legislativo Nacio-
nal el 22 de enero de 2016.

3.4 	 El lapso máximo para  su decisión es de ocho (8)  días, 
pero para que la Asamblea pueda pronunciarse con 
posterioridad a las 48 horas indicadas en el párrafo 
inicial del artículo 27, debe cumplirse la realización  
de la sesión especial, que además sólo puede tratar ese 
único objeto –artículo 59 del Reglamento Interior y de 
Debates de la Asamblea Nacional– y de ser necesario, 
acordar una prórroga debidamente justificada para 
considerar el decreto con posterioridad al aludido 
lapso, pero dentro de los  ocho (8) días, salvo caso for-
tuito o fuerza mayor (artículo 27 in fine).

3.5	 La Asamblea Nacional no cumplió oportunamente y, 
en fin, dentro de los límites constitucionales y legales, 
con el control  del referido decreto;  al haber realizado 
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la Sala Constitucional el control jurisdiccional dentro 
del lapso contemplado en el título II, capítulo IV de la  
Ley Orgánica sobre Estado de Excepción, es decir, den-
tro de los ocho (8) días continuos siguientes a  aquel en 
que se haya dictado (artículo  31, Ley Orgánica sobre 
Estados de Excepción), previo agotamiento del lapso 
de cinco (5) días para que los interesados consignaran 
ante la Sala alegatos y elementos de convicción para 
demostrar  la constitucionalidad o inconstitucionali-
dad del decreto, en cuyo caso estaba obligada a trami-
tarlos (artículo 33 y 36 Ley Orgánica sobre Estados de 
Excepción).

4. 	 DESAPLICA, en ejercicio del control difuso de la Cons-
titucionalidad, conforme a lo ordenado en el artículo 
334 del Texto Fundamental, la disposición contenida 
en el artículo 33 de la Ley Orgánica sobre Estados de 
Excepción Bolivariana de Venezuela N|37.261 del 15 de 
agosto de 2001” 22.

b.	 Primacía del control jurídico sobre el control  
político y vaciamiento de contenido del control  
de la Asamblea Nacional previsto en el artículo 339 
de la constitución vigente

De tal manera que, la Sala Constitucional resolviendo un 
supuesto recurso de interpretación del referido artículo 339 
Constitucional en concordancia con el artículo 136 de la Cons-
titución vigente y del artículo 33 de la Ley Sobre Estados de 
Excepción, le da primacía al control jurídico constitucional 
sobre el control político del Decreto 23; deja sin contenido el 

22	 h t t p : // h i s t o r i c o . t s j . g o b .v e /d e c i s i o n e s /s c o n /f e b r e r o/ 
184885-07-11216-2016-16-0117.HTML

23	  Véase la posición de Sira Santana, Gabriel, El Estado de excepción a partir 
de la Constitución de 1999. Editorial Jurídica Venezolana, Centro para la 
Integración y el Derecho Público Caracas 2017 p. 120 sobre el sentido de la 
duplicidad del control político y el control jurídico criticando la sentencia 
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control político realizado por la Asamblea Nacional haciendo 
prelar la forma sobre el fondo en cuanto al no haber efec-
tuado el supuesto inicio del procedimiento mediante sesión 
especial dentro de las cuarenta y ocho (48) horas de haberse 
hecho público el referido Decreto, en vez de preservar el con-
trol político y el análisis sobre los fundamentos de si hay  o no 
razones para declarar un Estado de Excepción de Emergencia 
Económica e, igualmente grave, ordena la referida sentencia, la 
desaplicación del artículo 33 de la Ley sobre Estados de Excep-
ción convirtiendo al  recurso de interpretación en una acción 
de nulidad 24. En efecto, el artículo 33 de la Ley Sobre Estados de 
Excepción establece que:

del TSJ de la Sala Constitucional N° 7 de 11 de febrero 2016 “ la duplicidad 
de control tiene un sentido claro: la actividad desplegada por el Poder 
Legislativo y el Poder Judicial, si bien pueden llegar a una misma conse-
cuencia (que se mantenga o no la vigencia del estado de excepción) eva-
lúan presupuestos diferentes. Así, a la Asamblea Nacional le corresponde 
pronunciarse sobre la oportunidad política de las medidas mientras que 
la SC/TSJ sobre su constitucionalidad. Ello, dado que pueden haber esta-
dos de excepción que sean constitucionales pero inoportunos y estados de 
excepción que sean oportunos pero inconstitucionales pero inconstitucio-
nales”.

24	 Cabe destacar que ya la doctrina había señalado algunas críticas sobre 
el artículo 33 de la Ley Orgánica sobre Estados de Excepción consúl-
tese Brewer Carias, Allan : “La Potestades Normativas del Presidente de 
la República: Los Actos Ejecutivos de Orden Normativo” en Tendencias 
Actuales del Derecho  Constitucional. Homenaje a Jesus Maria Casal Montbrun. 
Tomo I, UCAB, Caracas 2007 p. 505-539- quien señaló:  “puede conside-
rarse como inconstitucional pues establece una limitación al ejercicio de 
sus poderes de revisión por la Sala, no autorizada en la Constitución.  La 
revisión, aún de oficio, del decreto de estado de excepción puede reali-
zarse por la Sala Constitucional, independientemente de que la Asamblea 
Nacional haya negado su aprobación”, lo que llevó a la Sala a afirmar en 
el año 2016 que “el artículo 33 (...) es, en efecto, inconstitucional, pues esta-
blece una limitación al ejercicio de sus poderes de revisión por la Sala, 
no autorizada en la Constitución y que quebranta la propia supremacía 
y protección última del Texto Fundamental” y, en consecuencia, lo des-
aplicó por control difuso de constitucionalidad . Recientemente Sira San-
tana, Gabriel, Op. Cit, ha señalado: “Sin embargo, somos de la opinión que 
el artículo 33 de la LOEE, aunque podría traducirse en una limitación al 
ejercicio de los poderes de revisión de la SC/TSJ, es una disposición racio-
nal en el sentido que tiende a la economía y celeridad procesal, evitando 
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“La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia 
omitirá todo pronunciamiento, si la Asamblea Nacional o 
la Comisión Delegada desaprobare el Decreto de Estado de 
Excepción o denegare su prórroga, declarando extinguida 
la instancia”.

Así las cosas, dado que mediante sesión especial de fecha 
22 de enero de 2017, la Asamblea Nacional había aprobado 
el informe de la Comisión y desaprobó el Decreto del Presi-
dente de la República declarando el Estado de Excepción, ya 
que difiere que haya una guerra económica y   sostiene ade-
más que las causas que han llevado a la situación deplorable 
desde el punto de vista económico del país se deben a las polí-
ticas seguidas por el Ejecutivo Nacional; ahora la  Sala Cons-
titucional desaplica el artículo 33 de la Ley sobre Estado de 
Excepción, dándole así un apoyo o espaldarazo al Ejecutivo 
Nacional, desconociendo el artículo 339 de la Constitución  y 
permitiendo entonces que el argumento de la supuesta “gue-
rra económica” continúe y permita la declaración de Estado de 
Excepción limitando y restringiendo  las garantías constitu-
cionales y autorizando a que el Ejecutivo siga “ legislando en 
materia económica”, labor que le corresponde fundamental-
mente al Poder Legislativo Nacional.

V. Sentencias mediante las cuales se declara  
nulo el Acuerdo de la Asamblea Nacional  

en rechazo al Estado de Excepción y de Emergencia 
Económica y nulas las decisiones de la Asamblea 

mientras ésta permanezca en Desacato

Mediante sentencia N° 810 del 21 de septiembre de 2016 se 
declara nulo el acuerdo de la Asamblea Nacional en rechazo al 

que el Poder Judicial emita un pronunciamiento que carezca de sentido y 
valor por versar sobre un decreto cuyos efectos cesaron con motivo de la 
decisión del Parlamento de improbar el mismo”.  
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Decreto de Estado de Excepción y de Emergencia Económica y 
se reitera que serán nulas todas las decisiones, incluso las leyes 
sancionadas por la Asamblea Nacional mientras ésta perma-
nezca en Desacato a la Sala Electoral del TSJ.

En efecto, en sentencia  N° 260 del 31-12 de 2015, la Sala 
Electoral declaró procedente solicitud de amparo cautelar 
ordenando de forma provisional la suspensión de efectos de 
los actos de totalización, adjudicación y proclamación emana-
dos de los órganos subordinados del Consejo Nacional Elec-
toral respecto de los candidatos electos por voto uninominal, 
voto lista y representación indígena en el proceso electoral rea-
lizado el 6 de diciembre de 2015 en el Estado Amazonas para 
elección de diputados y diputadas de la Asamblea Nacional. 
Posteriormente, la Sala Electoral mediante diversas senten-
cias 25 ha declarado que la Asamblea Nacional ha incurrido en 
desacato de la referida sentencia N° 260 de fecha 30 de diciem-
bre de 2015 y la número 1 del 11 de enero de 2016, ya que los 
ciudadanos Nirma Guarulla, Julio Haron Ygarza y Romel 
Guzamana fueron juramentados en el cargo de Diputados 
de la Asamblea Nacional por el circuito 1 del estado Amazo-
nas los dos primeros y, por la representación indígena sur, el 
último de los nombrados, con el objeto de su incorporación a 
las actividades parlamentarias de dicho órgano lo cual la Sala 
apreció como un hecho notorio y comunicacional. 

25	 Sentencia del Tribunal Supremo de Justicia Sala Electoral  N° 108 del 1 de 
agosto de 2016; Sentencia del Tribunal Supremo de Justicia Sala Electoral 
de fecha  11 de enero de 2016 expediente AA70-X-2016-000001 mediante la 
cual se declara procedente el Desacato de la Sentencia de la Sala Electoral 
N° 260 del 30 de diciembre de 2015 ; se ordena así mismo a la Junta Direc-
tiva de la Asamblea Nacional dejar sin efecto la juramentación y proceda 
con la Desincorporación inmediata de los ciudadanos Nirma Guarulla, 
Julio Haron y Romel Guzaman y se declaran  nulos absolutamente los 
actos  de la Asamblea Nacional  que se hayan dictado o dictaren mientras 
se mantenga la incorporación de los ciudadanos sujetos  de la decisión N° 
260 del 30 de diciembre de 2015 y de éste fallo.
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El hecho de declarar nulo el acuerdo de la Asamblea 
Nacional en rechazo al Decreto de Estado de Excepción y de 
Emergencia Económica, declarar el permanente desacato de 
la Asamblea Nacional, así como declarar absolutamente nulos 
los actos de la Asamblea que se hayan dictado o se dictaren 
mientras se mantenga incorporados los ciudadanos sujetos de 
la decisión N° 260 de la Sala Electoral, implica un vaciamiento 
de competencia de la Asamblea Nacional y de sus funciones 
propias que ha permitido al Ejecutivo Nacional  dictar una 
serie de Decretos fundamentados en El Estado de Excepción 
en relación a materia económica.

VI. Autorización al Presidente de la República  
de presentar el Presupuesto Nacional por ante  

Tribunal Supremo de Justicia e implicaciones  
desde el punto de vista jurídico

En sentencia N° 814 de la Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo de Justicia del 11-10-2016, se reitera lo declarado por la 
Sentencia N° 808 en el sentido que se declaran nulos los actos 
de la Asamblea Nacional mientras se mantenga el desacato a 
la Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia. Así mismo, 
se permite la presentación del Presupuesto bajo la forma de 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley por ante el Tribunal 
Supremo de Justicia y no por ante la Asamblea Nacional, lo 
cual implica prescindir del control por parte de los represen-
tantes del pueblo conforme a la Constitución que es una de las 
funciones propias del Poder Legislativo Nacional 26.

26	 No es necesario recalcar que a partir de que cambio la mayoría parla-
mentaria en virtud del voto del pueblo soberano a favor de los partidos 
de oposición y miembros de la mesa de unidad democrática, el gobierno 
conjuntamente con el Tribunal Supremo de Justicia a buscado la manera 
de neutralizar y paralizar la actividad de la Asamblea Nacional anulando 
la sala constitucional del tribunal supremo de justicia todos los proyectos 
de ley emitidos por la Asamblea Nacional.
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	 Una prueba de ello es la limitación mediante sentencia de las labores pro-
pias de la Asamblea Nacional previstas en los Artículos 187.3, 222, 223 y 
224 en cuanto a la investigación y control del Poder Ejecutivo Nacional a 
través de lo ordenado en la sentencia del TSJ-SC de fecha 01-03-2016 en 
efecto dicha sentencia estableció:” 3.5: Que para impedir que ese control 
afecte el adecuado funcionamiento, debe observarse la debida coordina-
ción de la Asamblea Nacional con el Vicepresidente Ejecutivo o Vicepresi-
denta Ejecutiva, tal como lo impone el artículo 239.5 Constitucional, para 
encausar la pretensión de ejercicio del referido control (canalización de 
comunicaciones, elaboración de cronograma de comparecencias, etc.), res-
pecto de cualquier funcionario del Gobierno y la Administración Pública 
Nacional, a los efectos de que, conforme a la referida previsión constitu-
cional, la Vicepresidencia Ejecutiva de la República centralice y coordine 
todo lo relacionado con las comunicaciones que emita la Asamblea Nacio-
nal con el objeto de desplegar la atribución contenida en el artículo 187.3 
Constitucional, desarrolladas en los artículos 222 al 224 eiusdem. 3.6: Que 
las convocatorias que efectúe el Poder Legislativo Nacional, en ejercicio de 
las labores de control parlamentario previstas en los artículos 222 y 223, 
con el objeto de ceñirse a la juridicidad y evitar entorpecer el normal fun-
cionamiento de los Poderes Públicos, deben estar sustentadas en todo caso 
en el orden constitucional y jurídico en general; por lo que las mismas 
deben estar dirigidas exclusivamente a los funcionarios sometidos a ese 
control, indicar la clasificación y base jurídica que la sustenta, el motivo y 
alcance preciso y racional de la misma (para garantizar a su vez un pro-
ceso con todas las garantías constitucionales), y en fin, orientarse por los 
principios de utilidad, necesidad, razonabilidad, proporcionalidad y cola-
boración entre poderes públicos (sin pretender subrogarse en el diseño 
e implementación de las políticas inherentes al ámbito competencial al 
Poder Ejecutivo Nacional), permitiendo a los funcionarios que compare-
cen, solicitar y contestar, de ser posible, por escrito, las inquietudes que 
formule la Asamblea Nacional o sus comisiones, e inclusive, también si 
así lo solicitaren, ser oídos en la plenaria de la Asamblea Nacional, en la 
oportunidad que ella disponga (parte de lo cual se reconoce, por ejemplo, 
en el referido artículo 245 Constitucional), para que el control en cuestión 
sea expresión de las mayorías y minorías a lo interno de ese órgano del 
Poder Público, las cuales han de representar a todas las ciudadanas y a 
todos los ciudadanos, y no únicamente a un solo sector, todo ello para dar 
legitimidad y validez a tales actuaciones; y, además, para cumplir con lo 
dispuesto en el artículo 224 de la Constitución, según el cual el ejercicio 
de la facultad de investigación de la Asamblea Nacional no afecta [y, por 
ende, no ha de afectar] las atribuciones de los demás poderes públicos, 
pues obviamente la Constitución no avala ni el abuso ni la desviación de 
poder, sino que, por el contrario, plantea un uso racional y equilibrado del 
Poder Público, compatible con la autonomía de cada órgano del mismo, 
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Así mismo, declara  la sentencia 814 de la SC-TSJ que 
ese decreto de Presupuesto Nacional tendrá vigencia para el 
ejercicio fiscal 2017 y que, en el presente caso, “no procede la 
reconducción presupuestaria y, por ende, no podrá la Asam-
blea Nacional alterar en ningún momento las partidas presu-
puestarias ni pretender obstruir ni incidir en la integridad de 
las disposiciones establecidas en el correspondiente decreto de 
presupuesto nacional “, con lo cual la Asamblea pierde su fun-
ción de control presupuestario, propia del Poder Legislativo, 
en relación con lo propuesto, desde la perspectiva  económica 
del  Ejecutivo Nacional.

Por tanto, se suprime por esta decisión otra de las funciones 
constitucionales fundamentales que tiene el Poder Legislativo 
por órgano de la Asamblea Nacional como lo es el control que 
tiene ésta sobre el Poder Ejecutivo, en concreto el control finan-
ciero. En efecto, el control financiero de la Asamblea Nacional, 
que abarca el control sobre el presupuesto público conforme 
a la constitución vigente comprende los siguientes aspectos 27:

a.	 Aprobar el presupuesto nacional de conformidad con el 
artículo 313 de la constitución.

b.	 Alterar las partidas presupuestarias (artículo 313 de la 
constitución).

con la debida comprensión de la cardinal reserva de informaciones que 
pudieran afectar la estabilidad y la seguridad de la República y, en fin, 
compatible con los fines del Estado.”

	 De tal manera que con estos mandatos se minimiza y condiciona la labor 
de control de la Asamblea Nacional sobre el Ejecutivo Nacional quedando 
subordinada a la coordinación del Ejecutivo Nacional, lo cual incide sobre 
la canalización de comunicaciones y cronogramas de comparecencia y 
que pudiese incidir sobre el control del ejercicio de la función administra-
tiva de naturaleza económica de los funcionarios públicos y del gobierno.

27	 García Soto, Carlos. La Asamblea Nacional: Lugar en el Sistema Constitucional 
y Funciones, Colección de Estudios Constitucionales y Parlamentarios N° 4 
Caracas, p. 75, quien clasifica dentro de la función contralora de la Asam-
blea Nacional y como control sobre el Poder Ejecutivo la aprobación de las 
líneas generales del Plan de Desarrollo Económico y Social de la Nación 
conforme al artículo 187 numeral 8 y 236 numeral 18.
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c.	 Autorizar créditos adicionales al presupuesto (artículo 
314 y 187.7 de la constitución). 

d.	 Autorizar la reducción o modificación de la partida 
anual variable del presupuesto ordinario nacional asig-
nada al sistema de justicia (artículo 254 de la constitu-
ción).

e.	 Discutir y aprobar el presupuesto de gastos operativos 
del Banco Central de Venezuela (artículo 319 de la cons-
titución).

Según un estudio realizado por el Dr. José Guillermo 
Andueza sobre el Congreso en relación con la constitución de 
1961, el control parlamentario sobre la actividad financiera “se 
ejerce a través de la aprobación de la ley de presupuesto, del 
control del plan económico y social y del control de los ingre-
sos, gastos y bienes nacionales” 28. 

En cuanto a la aprobación de la ley de presupuesto, se ha 
señalado que toda política económica implica un gasto y, por 
ello, la función del Poder Legislativo mediante la aprobación 
de la ley de presupuesto es ejercer un control previo sobre la 
política a ser desarrollado o planteada por el Ejecutivo Nacio-
nal. Así se puede ejercer un control previo sobre la política de 
vivienda o sobre la política de infraestructura o de salud plan-
teada por el ejecutivo nacional29. Lo ideal es que mediante el 
control financiero previo se controle la “política económica” y 
que ésta sea racional, apropiada y eficiente para lo cual siem-
pre se ha sostenido que se requiere un equipo técnico en la 
Asamblea bien formado y, como ejemplo, en el pasado existió 
la oficina económica de la Asamblea.

De acuerdo con el esquema constitucional, la política finan-
ciera del estado es el resultado de la colaboración entre el Poder 
Ejecutivo y el Legislativo siendo el primero el que prepara y 

28	 Andueza José Guillermo El Congreso, Estudio Jurídico, Ediciones del Con-
greso de la República, Caracas, Venezuela, 1971, p. 70.

29	 Andueza, ídem, p. 71.
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presenta el presupuesto y, el segundo, es el competente para su 
aprobación, es por ello que la Asamblea puede constitucional-
mente aumentar o disminuir los gastos, puede autorizar otros 
no incluidos en la ley de presupuesto y puede suprimir los 
previstos en el proyecto. Sin embargo, la Asamblea no puede 
autorizar gastos que superen el monto de las estimaciones del 
ingreso previsto en el proyecto de ley.

De allí pues, la función de la Asamblea es muy importante 
para el control previo por parte del Poder Legislativo, la polí-
tica económica, así como para el control de los gastos presu-
puestados por el ejecutivo nacional. 

No obstante, en virtud de la sentencia N° 814 del 11 de 
octubre 2016 del Tribunal Supremo de Justicia en su Sala Cons-
titucional, la Asamblea no podrá alterar en ningún momento 
las partidas presupuestarias ni incidir en la integridad en las 
disposiciones establecidas en el decreto de presupuesto nacio-
nal, quebrándose así el control previo propio del Poder Legis-
lativo previsto en la constitución como función constitucional, 
rompiéndose el principio de colaboración entre el Poder Legis-
lativo y Poder Ejecutivo previsto en la constitución vigente en 
sus artículos 136, 236 y 187, y no pudiéndose controlar la polí-
tica económica del Ejecutivo Nacional de manera previa, así 
como tampoco los gastos previstos en el decreto contentivo del 
presupuesto nacional 2017 por un supuesto desacato que deja 
vacía de funciones constitucionales a la Asamblea Nacional.

Aunado a lo  anterior la Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo de Justicia a través de sentencia de fecha 11  de enero 
de 2017 declaró la inconstitucionalidad por omisión del Poder 
Legislativo Nacional al no haber dictado las medidas indis-
pensables para garantizar el cumplimiento de la Constitu-
ción referidas al acatamiento de las decisiones dictadas por el 
Máximo Tribunal de la República y, en consecuencia, anuló el 
acto parlamentario celebrado el 5 de enero de 2017, así como el 
acto celebrado el 9 de enero de 2017 por la Asamblea Nacional 
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con ocasión del nombramiento de la nueva Junta Directiva de 
la Asamblea Nacional y todos los actos parlamentarios sub-
secuentes que se generen por contrariar las órdenes de aca-
tamiento a las decisiones del Máximo Tribunal. Ello implica, 
en consecuencia, la desnaturalización de las funciones cons-
titucionales del Poder Legislativo Nacional y la posibilidad 
de anulación de todas las leyes sancionadas o que se sancio-
nen, así como los actos parlamentarios que sancione o dicte 
en materia económica, entre otras materias; y de igual manera 
implica la concentración de todas esas funciones en el Poder 
Ejecutivo Nacional, lo cual es contrario a un sistema democrá-
tico con división y control de los poderes públicos.  

VII. Sentencia N° 259 del Tribunal Supremo  
de Justicia de la Sala Constitucional de fecha  

31 de marzo de 2016 mediante la cual se declara 
inconstitucional la Ley de Reforma Parcial  
de la Ley del Banco Central de Venezuela  

sancionada por la Asamblea Nacional

De acuerdo con la disposición transitoria cuarta de la 
Constitución en su cardinal octavo, la Asamblea Nacional tiene 
competencia para dictar la Ley del Banco Central de Venezuela 
y, conforme a dicha disposición, al Poder Ejecutivo le corres-
ponde la designación del Presidente del Instituto, así como la 
designación de al menos la mitad de los directores. De igual 
manera prevé que la referida ley establecerá los términos de 
participación del Poder Legislativo Nacional en la designación 
y ratificación de dichas autoridades. La disposición transitoria 
cuarta cardinal octavo establece:

Cuarta. Dentro del primer año, contado a partir de su insta-
lación, la Asamblea Nacional aprobará:
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8.	 La ley a la cual se ajustará el Banco Central de Vene-
zuela. Dicha ley fijará, entre otros aspectos, el alcance 
de las funciones y forma de organización del instituto, 
el funcionamiento, período, forma de elección, remo-
ción, régimen de incompatibilidades y requisitos para 
la designación de su Presidente o Presidenta y Directo-
res o Directoras; las reglas contables para la constitución 
de sus reservas y el destino de sus utilidades; la audi-
toría externa anual de las cuentas y balances, a cargo 
de firmas especializadas, seleccionadas por el Ejecutivo 
Nacional; y el control posterior por parte de la Contra-
loría General de la República en lo que se refiere a la 
legalidad, sinceridad, oportunidad, eficacia y eficiencia 
de la gestión administrativa del Banco Central de Vene-
zuela. La ley establecerá que el Presidente o Presidenta 
y demás integrantes del Directorio del Banco Central de 
Venezuela representarán exclusivamente el interés de la 
Nación, a cuyo efecto fijará un procedimiento público 
de evaluación de los méritos y credenciales de las perso-
nas postuladas a dichos cargos. La ley establecerá que al 
Poder Ejecutivo corresponderá la designación del Pre-
sidente o Presidenta del Banco Central de Venezuela y, 
al menos, de la mitad de sus Directores o Directoras; 
y establecerá los términos de participación del Poder 
Legislativo Nacional en la designación y ratificación de 
estas autoridades. (subrayado nuestro).

Conforme a dicha disposición, la Asamblea sancionó la 
Ley de Reforma del Banco Central de Venezuela previendo 
en su artículo 9 la ratificación de la designación del Presidente 
del Instituto por la mayoría de los miembros de la Asamblea 
Nacional y estableciendo en su artículo 16 la designación de dos 
Directores mediante el voto de la mayoría de sus miembros. 
No obstante, la Sala Constitucional, sostiene que la modifica-
ción planteada supone la participación del Órgano Legislativo 
Nacional en el proceso de designación del Presidente del Banco 
Central a efectos de ejercer control político sobre la misma, a 
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través de la figura de la ratificación, situación que desde la 
perspectiva de la Sala Constitucional resulta contraria a lo pre-
visto en el cardinal octavo de la disposición transitoria Cuarta 
de la Constitución. En efecto, la Sala Constitucional señaló:

“...conferirle a la Asamblea Nacional atribución para 
designar las autoridades del Banco Central de Venezuela, 
excede la exigencia establecida en el cardinal octavo de 
la Disposición Transitoria Cuarta de la Constitución de 
la República Bolivariana de Venezuela, ya que el referido 
precepto constitucional no señala que el Órgano Legis-
lativo Nacional deba designar a una parte del Directorio 
del Instituto Emisor, ni tener la competencia para evaluar 
los méritos y credenciales de los candidatos, sino que sólo 
debe participar en dicha designación, la cual debe ser rea-
lizada por el Ejecutivo Nacional”.

“...se reitera que, de conformidad con el mandato estable-
cido en el cardinal octavo de la Disposición Transitoria 
Cuarta de la Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela, corresponde al Ejecutivo Nacional la designa-
ción de Directores del Banco y, pudiendo inclusive desig-
narlos todos”.

Diferimos de lo sentado por la Sala Constitucional, ya que, 
la disposición transitoria señalada permite a la ley determinar 
los términos de “participación del Poder Legislativo en la desig-
nación y ratificación de sus autoridades” como de hecho fue la 
ratificación prevista en el artículo 9 de la ley sancionada por la 
Asamblea Nacional del Presidente del Banco Central de Vene-
zuela. Así mismo, es apegado a la Constitución Económica 
de acuerdo a lo previsto en el artículo 319 que el presupuesto 
de gastos operativos del Banco Central de Venezuela reque-
rirá la discusión y aprobación de la Asamblea Nacional. De tal 
manera que, la Asamblea tiene control sobre el presupuesto de 
gastos del Banco Central de Venezuela y ello constituye una 
limitación a su autonomía prevista en la Constitución.
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De igual manera, el último párrafo del cardinal 8 de la dis-
posición transitoria cuarta prevé:  

“al Poder Ejecutivo corresponderá la designación del 
Presidente o Presidenta del Banco Central de Venezuela 
y, al menos, de la mitad de sus Directores o Directo-
ras y establecerá los términos de participación del Poder 
Legislativo Nacional en la designación y ratificación de 
estas autoridades”;

De tal manera que, conforme a la señalada disposición, 
la Asamblea Nacional puede determinar en la Ley que rija al 
BCV los términos de participación del Poder Legislativo Nacio-
nal en la designación de estas autoridades, como en efecto lo 
hizo en el artículo 16 de la ley sancionada. Esto es, el Ejecutivo 
Nacional designa cuatro de los seis Directores y la Asamblea 
Nacional designa los dos restantes directores. De allí, no hay 
violación de la disposición constitucional sino que, en nuestro 
criterio, conforme a las normas que integran la constitución 
económica, la Asamblea está determinando los términos de su 
participación de la designación de los directores.  No obstante, 
como se ha destacado, la Sala Constitucional declaró inconsti-
tucional la reforma parcial de la ley del BCV sancionada en la 
sesión del 3 de marzo de 2016.

VIII. Limitaciones a la producción

Como se ha señalado, la producción ha sido limitada y 
afectada a través de controles de cambio y de precios, así como 
a la lentitud o no suministro de divisas para adquirir insumos 
o bienes necesarios para la producción de productos termina-
dos.

El Decreto Nº 17 en el marco de Estado de Excepción y 
Emergencia Económica: establece la creación del Consejo Pro-
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ductivo de los Trabajadores Decreto N° 2.535 de 8-11-16 Gaceta 
Oficial N° 41.026 de 8-11-16:

“Los consejos Productivos de los Trabajadores serán la ins-
tancia encargada de realizar la revisión, aprobación, control y 
seguimiento de los programas y proyectos fundamentales del 
proceso productivo de las entidades del trabajo” (art. 3 del 
Decreto Ley).

De tal manera, se prevé a los consejos productivos de los 
trabajadores como instancias para revisar, aprobar y controlar 
los programas y proyectos productivos de las empresas, lo cual 
constituye otro elemento relevante limitativo de las decisiones 
de los agentes económicos. Así las cosas, se prevé la revisión, 
control y aprobación por parte de los trabajadores en cuanto a 
los programas y proyectos de los procesos productivos de las 
empresas. 

IX. Limitaciones o regulaciones  
en cuanto a la distribución

Este sistema socialista contrario a la Constitución Eco-
nómica, ha venido creciendo, restringiendo libertades a los 
agentes económicos y/o empresas, reduciendo las libertades 
de los ciudadanos y consumidores en cuanto a la escogencia 
y acceso a productos, limitando a tener acceso sólo “a lo que 
hay en los establecimientos y anaqueles” y estableciendo un 
sistema destinado a la dependencia del Estado de la mayoría 
de la población. 

a.	 Acceso a productos por números de cédula  
de identidad

Previéndose inicialmente las limitaciones para el acceso 
a productos básicos o de primera necesidad, se basaron ini-
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cialmente en base al número de cédula de identidad y, más 
recientemente, a través de bolsas distribuidas por los CLAP 
con un sistema populista y discriminatorio dado su tinte 
político de acceso a través de los denominados “carnets de la 
patria” 30. En Venezuela, ya prácticamente no hay variedad de 
productos en los anaqueles por el ataque al sector productivo 
nacional que ha existido en los últimos años, el cerco al 
sector privado, la política de expropiaciones, invasiones y 
confiscaciones, la política de importaciones y el abandono de la 
producción nacional y la dificultad para tener acceso a divisas. 
Ante la ausencia de productos básicos y de aseo personal, el 
gobierno ha ideado la creación de los CLAP como un “nuevo” 
modelo, centralizado, para la distribución y producción de 
productos que aumentará el sistema de dominación del 
aparato administrativo sobre los ciudadanos ante la escasez y 
desabastecimiento que hay en el país.

30	 27. “El Carnet de la Patria  se ha definido como  un instrumento de impulso 
de la gestión de Gobierno: El presidente de la República, Nicolás Maduro, ha 
indicado que este carnet contribuirá a idear estrategias para profundizar la 
protección social que brindan las misiones y grandes misiones (por ejemplo, 
permitirá saber quién recibe atención médica, en qué condiciones, si hay 
consultorios de Barrio Adentro cerca de su residencia, si requiere alguno 
más cerca, qué distancia debe recorrer para llegar a uno, cuántos médicos 
atienden a su sector, cuál es la necesidad real de personal médico).”http://
w w w.entor noi ntel igente.com/a r t icu lo/9614765/VENEZUELA 
- C a r ne t- de -la-Pat r ia-Me ca n i smo -pionero - e - i n novador-pa ra- 
reimpulsar-la-revolucion-social; asi mismo se ha señalado que los CLAP 
SE PODRÁN PAGAR CON EL CARNET DE LA PATRIA “El presidente 
de la República, Nicolás Maduro, anunció este miércoles que los artícu-
los distribuidos por los Comités Locales de Abastecimiento y Produc-
ción (Clap) se podrán pagar a través del código QR de las Tarjetas de 
la Patria o de pago biométrico. “http://www.elmundo.com.ve/noticias/
economia/politicas-publicas/clap-se-podran-pagar-con-el-carnet-de-la-
patria.aspx. Asi mismo, ha señalado el Ministerio del Poder Popular para 
la Comunicación y la información: “El 82% de las personas registrados 
en el Carnet de la Patria han sido incorporados a los Comités Locales 
de Abastecimiento y Producción  (CLAP), iniciativa que ha beneficiado, 
desde marzo de 2016, a seis millones de personas”.http://minci.gob.
ve/2017/03/82-registrados-carnet-la-patria-estan-incorporados-los-clap/
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b.	 Creación y características de los CLAP

La creación de los Comités Locales de Abastecimiento y 
Producción (CLAP) fue realizada por televisión nacional y no 
se encuentra publicada en Gaceta Oficial, exceptuando las atri-
buciones que le fueron asignadas en el artículo 2, numeral 3 y 
9 del Decreto 2.323 de fecha 13 de mayo de 2016 publicado en 
la Gaceta Oficial Nº 6.227 Extraordinario de la misma fecha, 
mediante el cual se declara el Estado de Excepción y de la 
Emergencia Económica. En efecto, El 3 de abril de 2016, el Pre-
sidente de la República anunció por televisión la creación de 
los Comités Locales de Abastecimiento y Producción (CLAP), des-
cribiéndola como una nueva forma de organización popular 
destinada a vencer la llamada “guerra económica” 31 para com-
batir el contrabando de extracción de productos prioritarios 
como harina de maíz, aceite comestible, arroz, pasta, leche en 
polvo, caraotas, azúcar y café 32.  Según Aristóbulo Izturiz son 
tres las características de los CLAP: “Por eso el Presidente ha 
dicho que la primera tarea... es la construcción de un modelo 
popular de distribución y producción de alimentos, y esos...
son los CLAP; son los comités locales de un sitio determinado 
donde vive la gente... para abastecernos, por una parte, para 

31	 http://www.accesoalajusticia.org/wp/infojusticia/noticias/los-clap- 
ciudadanos-contra-ciudadanos/

32	 “Los Comités Locales de Abastecimiento y Producción (CLAP) en Vene-
zuela constituyen la nueva forma de organización encargada, junto al 
Ministerio de Alimentación, de la Distribución casa por casa de los pro-
ductos regulados de primera necesidad. Casa por casa los representantes 
de las comunidades organizadas, llevan bolsas repletas de alimentos com-
puestas por diversos productos. La nueva implementación que ha servido 
a 504 mil familias de todo el país, consolida el trabajo mancomunado del 
poder popular y el Gobierno Nacional en pro de garantizar la alimenta-
ción del pueblo véase  www.telesurt.net publicado en fecha 3 de abril de 
2016. Adicionalmente el presidente Maduro informó “el 12 de mayo de 
2016 que los CLAP distribuirán bienes de tres tipos alimentos, productos 
de higiene y medicamentos así mismo de acuerdo a una nota de Telesur 
se asignó un total de 8400 millones de Bolívares para impulsar el sistema 
popular de Distribución de alimentos al que pertenecen los CLAP www.
prodavinci.com . 
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producir los alimentos, y en tercer lugar, para defender la revo-
lución en esa localidad” 33. En este sentido, el Decreto N° 2.323 
mediante el cual se declara el Estado de Excepción y de Emer-
gencia Económica establece en su artículo 2 numeral 9 que el 
Ejecutivo Nacional puede atribuir funciones de vigilancia y 
organización a los Comités Locales de Abastecimiento y Dis-
tribución (CLAP), así como a los consejos comunales y demás 
organizaciones de base del Poder Popular conjuntamente con 
la Fuerza Armada Nacional Bolivariana, Policía Nacional Boli-
variana, Cuerpos de Policías Estadal y Municipal, para mante-
ner el orden público y garantizar la seguridad y soberanía en 
el país.

Así se idean los CLAP como: i) un modelo popular de dis-
tribución y producción de alimentos; ii) integrados a través 
de comités locales de sitios o asentamientos determinados 
donde vive la gente y iii) para defender la revolución en esa 
localidad. De tal manera que los CLAP tienen un tinte y cariz 
político para la defensa de la revolución. Ahora bien,  a pesar 
de no tener previsión expresa ni en la Constitución ni en la 
ley Orgánica de la Administración Pública, el artículo 2.9 del 
referido Decreto de Estado de Excepción Nº 2.323 les otorga, 
sin base constitucional ni legal, funciones administrativas 
de vigilancia y organización para mantener el orden público 
y garantizar la seguridad y soberanía en el país semejantes 
a las de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana, a la Policía 
Nacional Bolivariana y cuerpos de policía Estadal y Municipal. 
Se trata, así mismo, de un modelo de organización popular que 
pretende reemplazar o complementar a los sistemas anteriores 
MERCAL, PDVAL y Abastos Bicentenarios que no han sido 
eficientes y pareciera ser otro intento de establecer un sistema 
de producción y distribución dentro de la legalidad socialista 
que choca, además, con el pluralismo político previsto en 
nuestra Constitución vigente en su artículo 2. En efecto, de 

33	 http://www.noticierodigital.com/2016/06/isturiz-con-los-clap-no-nos-
volvera-a-ocurrir-lo-del-6d/
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las declaraciones de diversos voceros del gobierno, los CLAP 
son Comités Locales para defender la revolución; así las cosas, 
constituyen Comités que, en cuanto a su objeto y finalidad, 
vulneran el artículo 2 de la Constitución vigente en cuanto 
al pluralismo político. Así mismo, si son empleados para 
la distribución de alimentos básicos para la población y sus 
integrantes o beneficiarios sólo son afectos a la revolución- 
de ser éste el caso- serían discriminatorios y contrario a las 
normas constitucionales señaladas.

Los CLAP están organizados en Asambleas o Consejos 
Estadales por cada uno de los 24 Estados del país 34 y están inte-
grados, dada una información del Ministerio para las Comu-
nas 35, entre otros, por un representante de la Unión Nacional de 
Mujeres (UNAMUJER), de la Unidad de Batalla Bolívar Chávez 
(UBCH), del Frente Francisco de Miranda, de los Consejos 
Comunales, de los Jefes de Comunidades del Sistema Popular 
de Distribución de Alimentos, de los Jefes de calle (o similar) 
del Sistema Popular de Distribución de Alimentos y donde los 
haya, de un Representante de la Red de pequeños y medianos 
productores, del Bodeguero o Integrantes de la Red de Distri-
bución del Ministerio del Poder Popular para la Alimentación 
y de otras expresiones organizadas de la comunidad (que el 
CLAP decida incorporar). Además, deben ser certificados por 
el Ministerio para las Comunas y Movimientos Sociales.

La finalidad de los CLAP no está del todo delimitada ni 
clasificada, sin embargo, hasta ahora no han sido organizacio-
nes para la producción, a pesar de su denominación, sino para 
la distribución de alimentos básicos o de primera necesidad 
entre la población. Esta distribución se ha iniciado mediante 
bolsas repartidas en un sector de la población a través del par-
tido PSUV o mediante consejos comunales o representantes de 
la UBCH o del frente Francisco de Miranda.  En principio, las 

34	 www.minci.gob.ve/2016/04
35	 http://www.accesoalajusticia.org/wp/infojusticia/noticias/los-clap- 

ciudadanos-contra-ciudadanos/
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bolsas empezaron con productos nacionales obligando a las 
empresas a vender parte de su producción a los CLAP, como se 
señala en este trabajo, pero dada la falta de producción a nivel 
nacional se ha acudido a completar las bolsas o cajas de los 
CLAP con la importación de productos.

Se ha señalado que estas cajas son pagadas con dólares 
protegidos (DIPRO) de 10 Bs por dólar y que cada caja tiene un 
costo aproximado -dependiendo de su contenido- de 30$ a 60$, 
siendo vendidas a Bs 10.000,00 cada caja, que calculado a 10 Bs 
por dólar equivale a $1000 por caja 36. De allí pues, que a través 
del otorgamiento de dólares de PDVSA al BCV y éste último 
al gobierno, se emplea el dólar DIPRO para financiar esta dis-
tribución de alimentos la cual tiene problemas en virtud de la 
gran discrecionalidad en cuanto a su eficiencia en relación a la 
llegada de productos a la población, así como en cuanto a su 
costo inicial y lo que éste se eleva hasta llegar a sus destinata-
rios finales. En efecto, dados los problemas en la producción de 
alimentos y la gran demanda existente, puede segmentarse la 
población en: aquel sector de la población que recibe estos ali-
mentos subsidiados –en principio– y que son distribuidos por 
los CLAP, luego hay un sector de la población que los recibe de 
manera intermitente y luego hay un importante sector que no 
le llegan estos alimentos y que los debe pagar a precios inter-
nacionales.

Posteriormente, se dictó el Decreto N° 11 en el Marco del 
Estado de Excepción y Emergencia Económica: Decreto N° 
2.367 del 7-07-2016 publicado en G.O. N° 40.949 del 21 de julio 
de 2016, mediante el cual se creó la Gran Misión Abasteci-
miento Soberano para el impulso de los motores agroalimenta-
rio, de producción y distribución de fármacos, y de la industria 
de productos para la higiene personal y aseo del hogar.  La 
Gran Misión Abastecimiento   Soberano tiene dentro de sus 

36	 Véase declaraciones del Diputado Jose Guerra: http://www.elimpulso.
com/noticias/economia/jose-guerra-una-caja-del-clap-no-puede- 
costar-1-000
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objetivos: 2.- “favorecer la transformación del modelo productivo y 
distributivo de alimentos, sus materias primas e insumos, así como de 
los productos, materias primas e insumos del sector agroproductivo e 
industrial nacional agroalimentario, de producción y distribución de 
fármacos y de la industria de productos, para la higiene personal y del 
aseo del hogar“ (art 2.2 del Decreto 2.367). 

c.	 Inscripción de oficio en Registro Nacional  
de Contratistas

Mediante la Resolución N° 006 del Comando Superior 
para el Abastecimiento Soberano G.O. 40.994 del 22-09-16, se 
establece que  El Servicio Nacional de Contratistas, de oficio, 
procederá a la inscripción y habilitación en el Registro Nacional 
de Contratistas de las empresas con domicilio en la República 
Bolivariana de Venezuela, consejos comunales u organizaciones 
socioproductivas que produzcan, comercialicen o distribuyan 
alimentos, sus materias primas e insumos: productos, materias 
primas e insumos del sector agroproductivo e industrial 
nacional, agroalimentario, fármacos, insumos y equipos 
médicos; productos para la higiene personal y aseo del hogar; 
así como cualesquiera otros productos e insumos necesarios 
para la ejecución de la Gran Misión de Abastecimiento Soberano 
en procura del abastecimiento a través de los Comités Locales 
de Abastecimiento y Producción (CLAP). Los productos o 
insumos cuya adquisición es susceptible de la aplicación de 
lo dispuesto en esta Resolución están listados en la Gaceta 
Oficial N° 40.994 del 22 de septiembre de 2016, la cual puede 
consultarse en el enlace que aquí se cita 37.

d.	 Direccionalidad de rubros

Resolución N° 010 emanada del Comando  para el Abas-
tecimiento  Soberano del 4 de octubre de 2016 publicada en la 
Gaceta Oficial N° 41.005 del 7 de octubre de 2016, la cual tiene 

37	 https://es.scribd.com/document/325650450/2016-go-40994#from_embed
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por objeto  establecer las normas  para regular los mecanis-
mos, términos y condiciones de venta a empresas u otros entes 
públicos, de un determinado porcentaje del total de produc-
ción de una empresa pública o privada, o de un sector pro-
ductivo, a los fines de estabilizar el abastecimiento oportuno a 
los Comités Locales de Abastecimiento y Producción (CLAP). 
Según los considerandos de esta resolución se hace necesaria 
“la direccionalidad de los rubros” en el marco de la Cons-
trucción y Consolidación de un nuevo Sistema de Distribución 
y Comercialización para, supuestamente, garantizar al pue-
blo venezolano el acceso y el aprovisionamiento oportuno de 
rubros alimenticios y bienes esenciales de primera necesidad y 
consumo masivo. 

e.	 Venta obligatoria del 50% de la producción  
a los CLAP

En efecto, mediante esta resolución se establece la obli-
gación para las empresas públicas y privadas dedicadas a la 
producción de insumos o bienes de los sectores agroalimen-
tarios, de higiene personal y aseo del hogar, de vender hasta 
un 50 % de su producción  a los entes públicos  que indique 
el responsable del Vértice Construcción y Consolidación de 
un Nuevo Sistema de Distribución y Comercialización de 
la Gran Misión de Abastecimiento Soberano, atendiendo a 
los requerimientos  de rubros específicos en determinadas 
regiones del país. 

Quedan sometidos a la aplicación de lo previsto en esta 
Resolución, los establecimientos de carácter público o privado 
de los sectores agroalimentario de higiene personal y aseo del 
hogar indicados a continuación: 

1.	 Las unidades productivas, sociedades mercantiles, 
ingenios, factorías, agroindustrias, granjas, plantas 
productoras, procesadoras, beneficiadoras o mataderos 
industriales.
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2.	 Los establecimientos importadores, distribuidores o de 
venta al mayor o al detal (art. 3 de la mencionada Reso-
lución).

Son bienes susceptibles de venta priorizada en los térmi-
nos aquí dispuestos, los señalados en la Resolución Nº 006 de 
fecha 16 de septiembre de 2016, publicada en la Gaceta Oficial 
de la República Bolivariana de Venezuela N° 40.994 de fecha 22 
de septiembre de 2016 (art. 4 de la Resolución 010).

X. Cierre de Fronteras

Otro elemento limitativo de los derechos económicos y de 
la constitución económica es el cierre de frontera.  La consti-
tución vigente establece y subraya el derecho a la integración 
en el artículo N° 153. Venezuela tradicionalmente ha sido un 
país abierto a los inmigrantes europeos y latinoamericanos, 
por su posición geográfica es propicio para importaciones y 
exportaciones. Sin embargo, el gobierno ha colocado barreras al 
libre tránsito de personas, de bienes y servicios, especialmente 
con Colombia, frontera ésta habitualmente viva de intercambio 
comercial natural para Venezuela y de importante tránsito 
e intercambio de bienes y servicios durante los últimos 50 
años. No obstante, el Ejecutivo Nacional ha dictado estado 
de excepción en los estados fronterizos para, supuestamente, 
atacar delitos económicos como el contrabando de extracción 
y por ello ha establecido un cierre fronterizo, acabando con el 
libre intercambio de bienes y servicios, limitando el tránsito de 
personas y restringiendo así los derechos económicos de los 
venezolanos, principalmente de aquellos que hacen vida en la 
frontera.
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XI. Control de la movilización de los productos  
a través de las denominadas “guías de movilización”

Esta legalidad socialista de planificación centralizada ha 
previsto también un control exhaustivo sobre los medicamen-
tos y alimentos controlando la importación de materias primas, 
la fabricación de productos, sus inventarios, así como su distri-
bución y comercialización a través de guías de movilización. 
Por tanto, el gobierno central tiene perfecto conocimiento de 
qué se produce, cuánto se produce, qué se distribuye y cuánto 
se comercializa.

a.	 Guías sobre movilización y control de medicamentos

Por resolución conjunta de los Ministerios del Poder Popu-
lar para la Salud, para el Comercio, para Ciencia, Tecnología 
e Innovación y para la Alimentación de fecha 22 de mayo de 
2012, publicada en la Gaceta Oficial N° 39.928 de fecha 23 de 
mayo de 2012, se instrumenta el Sistema Integral de Control 
de Medicamentos (SICM) y de la guía única de moviliza-
ción, seguimiento y control de medicamentos, destinados a 
la comercialización como a la distribución en todo el territo-
rio nacional. En dicha resolución se prevén los lineamientos 
y criterios que rigen lo concerniente a requisitos, condiciones, 
trámite, formato, emisión y registro de la Guía Única para la 
movilización, seguimiento y control de medicamentos y otros 
productos farmacéuticos.

Posteriormente, mediante Resolución conjunta del Minis-
terio de Poder Popular para la Salud DM/N° 414, Ministerio 
del Poder Popular  para el Proceso Social del Trabajo DM /N° 
8887 y del Ministerio del Poder Popular para el Comercio DM/ 
S de fecha 1 de octubre de 2014, publicada en la Gaceta Oficial 
N° 40509 de la misma fecha, se establece la implementación 
de la Guía Única de  Movilización, seguimiento y control de 
medicamentos prevista en el Sistema Integral de Control de 
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Medicamentos (SICM) a los fines de controlar y hacer segui-
miento de la importación de materia prima para la fabricación 
de medicamentos, productos terminados, los inventarios y la 
recepción y despacho en toda la cadena de comercialización 
o distribución de medicamentos y otros productos farmacéu-
ticos registrados ante el Ministerio del Poder Popular para 
la Salud y cualquier otra actividad vinculada a la materia en 
todo el territorio de la República Bolivariana de Venezuela, 
incluso los regímenes fronterizos especiales. Así mismo, se 
prevé que el Ministerio del Poder Popular para la Salud dic-
tará las políticas públicas, planes y lineamientos para la orga-
nización, implementación y control del SICM que es operado 
por la empresa FARMAPATRIA C.A. y se crea, así mismo, “el 
observatorio nacional de información sobre Distribución y Uso 
de Medicamentos” que analizará la información generada por 
el Sistema Integrado de Control y Administración de Medica-
mentos (SICM). Los Ministerios para el Poder Popular para la 
Salud, El Comercio y el Proceso Social del Trabajo, a través de 
la Empresa FARMAPATRIA C.A., velarán por la integridad de 
los datos suministrados a través de las guías de movilización 
con la finalidad de asegurar la veracidad de los datos suminis-
trados.

b.	 Guías de movilización alimentos de origen animal  
y vegetal

Mediante Decreto N° 6.129 de fecha 03 de junio de 2008 
publicado en Gaceta Oficial N° 5.890 Extraordinario de fecha 
31 de julio de 2008 se establece autorización sanitaria para la 
movilización de animales y vegetales, y/o productos y subpro-
ductos de ambos orígenes. En efecto el art. 36 de dicho Decreto 
prevé:

“Artículo 36. El Ejecutivo Nacional, a través de sus órganos 
y entes competentes, regulará y emitirá las autorizaciones 
sanitarias para la movilización de animales y vegetales, 
productos y subproductos de ambos orígenes, a los fines de: 
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1. 	 Minimizar el riesgo de propagación de 
agentes ecológicos de las enfermedades y 
plagas. 

2. 	 Apoyar los programas zoosanitarios y fito-
sanitarios, de epidemiología y vigilancia 
fitosanitaria. 

3. 	 Coadyuvar el fomento de la producción, la 
productividad, la soberanía alimentaria, la 
salud agrícola integral y la calidad de los 
alimentos. 

4. 	 Apoyar la creación de áreas libres de enfer-
medades y plagas. 

5. 	 Complementar las medidas para impedir 
las movilizaciones ilegales de productos y 
subproductos de origen animal y vegetal. 

6. 	 Respaldar la información relativa a la pro-
piedad de los animales y vegetales, pro-
ductos y subproductos de ambos orígenes. 

7. 	 Promover el intercambio en las cadenas 
agro productivas.”

En la página web del INSAI se encuentra publicado un 
“Manual de Usuario para el Sistema Integrado de Gestión 
para la Movilización Animal y Vegetal (SIGMAV)” dirigido 
a Productores/as” la cual constituye una presentación de 12 
páginas en las que se indica el procedimiento para obtener el 
Permiso para la Movilización de los productos de origen ani-
mal y vegetal 38.

c.	 Guías de Movilización emitidas  
por la Superintendencia Nacional de Gestión 
Agroalimentaria (SUNAGRO)

En fecha 13 de noviembre de 2014  se dictó el  Decreto N° 
1.405  con Rango, Valor y Fuerza de Ley publicado en Gaceta 

38	 www.insai.gob.ve
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Oficial Nº 6.150 Extraordinario del 18 de noviembre de 2014 
mediante el cual se establece el Sistema Nacional Integral 
Agroalimentario  y en el cual se prevé la Guía Única de movi-
lización  como Documento Obligatorio emitido por la Superin-
tendencia Nacional de Gestión Agroalimentaria (SUNAGRO) 
para el Traslado de Productos Agroalimentarios  desde y hacia 
los destinos establecidos (art 8.12 del Decreto en comentario). 
La movilización de productos agroalimentarios, acondiciona-
dos, transformados y terminados, está sujeta a la previa obten-
ción de la Guía única de Movilización, Seguimiento y Control, 
cuya regulación será establecida en la Resolución dictada al 
efecto por el Ministerio o Ministerios competentes.

La Guía única de Movilización, Seguimiento y Control 
debe ser conservada por sus titulares por un periodo de tiempo 
y condiciones iguales a las establecidas en el Código Orgánico 
Tributario para la prescripción de las obligaciones tributarias.

d.	 Guías de Movilización Sanitaria de Alimentos 
emitidas por el Servicio Autónomo de Contraloría 
Sanitaria

Mediante Providencia Administrativa N° 122-2016 de 20 de 
abril de 2016, el Servicio Autónomo de Contraloría Sanitaria 
estableció los productos que allí se indican como sujetos a guía 
de movilización sanitaria de alimentos 39. Esta guía sanitaria 
es un instrumento que garantiza que los productos sean trans-
portados en las condiciones adecuadas que garanticen la ino-
cuidad de los mismos al llegar para el consumo humano. De 
acuerdo al parágrafo único del artículo 2 de esta providencia, 

39	 Destacamos que no hemos encontrado esta providencia en Gaceta Ofi-
cial sin embargo si se encuentra en la página del SERVICIO AUTÓNOMO 
DE CONTRALORÍA SANITARIA http://www.sacs.gob.ve/site/index.
php/2016-10-07-01-58-40/providencias y concretamente la providencia 
122- 2016 en comentario esta publicada en Link http://www.sacs.gob.ve/
site/images/normativa/providencias/Providencia_122_2016_GUIAS_
DE_MOVILIZACION.pdf
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el resto de los productos no señalados expresamente quedan 
excluidos de solicitar la guía sanitaria de movilización de ali-
mentos y, por consiguiente, puede ser transportada en todo el 
territorio nacional sin este documento 

XII. Régimen laboral

a.	 Régimen de inamovilidad laboral. Decretos  
y extensiones o prórrogas de dicha inamovilidad

A partir del Decreto N° 1.752 de fecha 28 de abril de 2002 
publicado en Gaceta Oficial Nº 5.585 Extraordinario de fecha 28 
de abril de 2002, se empiezan a dictar continuamente decretos 
estableciendo la inamovilidad laboral, traduciéndose así en 16 
años de inamovilidad laboral ininterrumpida. El más reciente 
decreto de inamovilidad laboral publicado en Gaceta oficial, 
que tiene vigencia hasta el año 2018 lo constituye el Decreto N° 
2.158 de fecha 28 de diciembre de 2015 publicado en la Gaceta 
Oficial Nº 6.207 Extraordinario de fecha 28 de diciembre de 2015. 
El artículo 2 de dicho Decreto prevé: “Artículo 2: Se ordena la 
inamovilidad de los trabajadores y trabajadoras por un lapso 
de tres (3) años contados a partir de la entrada en vigencia de 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley”. Este Decreto 
tiene por objeto proteger la estabilidad en el proceso social del 
trabajo y el libre ejercicio de participaciones de los trabajadores 
desde las entidades del trabajo tanto públicas como privadas, 
tratando de erradicar así los despidos injustificados. El patrono 
que despida o traslade a un trabajador sin haber solicitado 
previamente la calificación de la inspectoría del trabajo será 
sancionada de conformidad con el artículo 531 de la Ley 
Orgánica del Trabajo 40.

40	 El artículo 531 del Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica 
del Trabajo, los Trabajadores  y las Trabajadoras establece: “ El patrono o 
patrona que incurra en el despido, traslado o desmejora de un trabajador 
amparado o trabajadora amparada  por inamovilidad laboral sin haber 
solicitado previamente la calificación de despido correspondiente se le 
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De tal manera que se crea y se ha establecido una impor-
tante obligación para el sector empresarial y una vez contra-
tado un trabajador es difícil prescindir de sus servicios, lo cual 
crea rigidez en las relaciones laborales aunado a lo lento y 
engorroso de las calificaciones de despido por ante las inspec-
torías del trabajo.

b.	 Prohibición de tercerización o “outsourcing”  
en materia laboral

Mediante el Decreto N° 8.938 de fecha 30 de abril de 2012 
publicado en Gaceta Oficial Nº 6.076 Extraordinario de fecha 7 
de mayo de 2012, se dictó el Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Orgánica del Trabajo, los Trabajadores y Trabajadoras. 
Mediante el artículo 47 se define como tercerización:

Artículo 47. A los efectos de esta Ley, se entiende por ter-
cerización la simulación o fraude cometido por patronos o 
patronas en general, con el propósito de desvirtuar, desco-
nocer u obstaculizar la aplicación de la legislación laboral. 
Los órganos administrativos o judiciales con competen-
cia en materia laboral establecerán la responsabilidad que 
corresponda a los patronos o patronas en caso de simula-
ción o fraude laboral, conforme a esta Ley.

Dicho Decreto Ley prohibió la tercerización y, por tanto, de 
acuerdo con el artículo 48 no se permitirá:

1.	 La contratación de entidad de trabajo para ejecutar 
obras, servicios o actividades que sean de carácter per-
manente dentro de las instalaciones de la entidad de 
trabajo contratante, relacionadas de manera directa con 
el proceso productivo de la contratante y sin cuya ejecu-

impondrá una multa no menor del equivalente de sesenta unidades tribu-
tarias, ni mayor del equivalente a ciento veinte unidades tributarias”.



198

Revista Electrónica de Derecho Administrativo Venezolano Nº 10/2016

ción se afectarían o interrumpirían las operaciones de 
la misma.

2.	 La contratación de trabajadores o trabajadoras a tra-
vés de intermediarios o intermediarias, para evadir las 
obligaciones derivadas de la relación laboral del contra-
tante.

3.	 Las entidades de trabajo creadas por el patrono o 
patrona para evadir las obligaciones con los trabajado-
res y trabajadoras.

4.	 Los contratos o convenios fraudulentos destinados a 
simular la relación laboral mediante la utilización de 
formas jurídicas propias del derecho civil o mercantil.

5.	 Cualquier otra forma de simulación o fraude laboral.

En los casos anteriores, los patronos o patronas cumplirán 
con los trabajadores y trabajadoras todas las obligaciones deri-
vadas de la relación laboral conforme a esta Ley, e incorpora-
rán a la nómina de la entidad de trabajo contratante principal 
a los trabajadores y trabajadoras tercerizados o tercerizadas, 
que gozarán de inamovilidad laboral hasta tanto sean incor-
porados efectivamente a la entidad de trabajo. Esto implica un 
aumento en la estructura de costos de las empresas que absor-
ban estos trabajadores, calificados como costos directos con-
forme a la providencia N° 003 de la SUNDDE.

c.	 Alzas recurrentes y sucesivas del salario mínimo  
lo cual afecta la vida económica de las empresas

Aumentos de Salario Mínimo, 2016

Decreto N° 2.243 de fecha 19 de febrero de 2016 mediante 
el cual se aumentó el 20% del salario mínimo publicado en 
Gaceta Oficial Nro. 40.852 de la misma fecha. Decreto N° 2.307 
de fecha 29 de abril de 2016 mediante el cual se aumentó el 
treinta por ciento 30% del salario mínimo publicado en la 
Gaceta Oficial Nro. 40.893 de igual fecha. 
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Aumento del 50% del salario mínimo mediante Decreto N 
2.429 de fecha 12 de agosto de 2016 publicado en la Gaceta Ofi-
cial Nro. 40.965 de la misma fecha.

Aumento del 20% del salario mínimo mediante Decreto N° 
2.504 27 de octubre de 2016 publicado en la Gaceta Oficial Nro. 
6.269 Extraordinario de 28 de octubre de 2016.

Aumento de Salario Mínimo, 2017

Aumento del 50% del salario mínimo mediante Decreto N° 
2.660 de 9 de enero de 2017 publicado en la Gaceta Oficial Nro. 
41.070 de la misma fecha. 

Estos sucesivos incrementos de salarios aumentan igual-
mente la estructura de costos de las compañías y no resuelven 
ni atacan uno de los problemas macroeconómicos como lo cons-
tituye la inflación en virtud de la emisión de dinero inorgánico 
y el aumento del gasto público y la reducción del aparato del 
Estado. Así mismo, la inamovilidad laboral, las prohibiciones, 
el outsourcing y los sucesivos aumentos de salarios mínimos 
inciden sobre la estructura de costos de las empresas restándo-
les flexibilidad y competitividad.

d.	 Decreto 1.414 de fecha 13 de noviembre de 2014 
publicado en Gaceta Oficial Nº 6.155 Extraordinario 
de fecha 19 de noviembre de 2014 mediante el cual 
se dicta Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
del Instituto Nacional de Capacitación y Educación 
Socialista

La exposición de motivos de este decreto Ley establece:

“En Venezuela el proceso de transformación educativa a 
partir de la promulgación de nuestra Constitución del año 
1999, bajo la premisa inalienable de que la educación es un 
derecho humano y un deber social fundamental, democrá-
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tica y gratuita hasta el nivel universitario, marcó las pautas 
de orientación para la humanización de nuestra educación, 
dejó la huella en donde signa la relevancia de ese importante 
proceso en el crecimiento humano y social para la confor-
mación de un pueblo libre. La educación ha de ser integral 
para todos y todas, pública y obligatoria y tiene como fina-
lidad desarrollar el potencial creativo de cada ser humano 
en articulación con el proceso social del trabajo. Es así como 
educación y trabajo impulsan la construcción de una socie-
dad donde el ser humano pasa a ser sujeto protagónico al 
crear su propia historia”. (subrayado nuestro).

Así mismo el artículo 2 de este Decreto Ley prevé:

El Instituto Nacional de Capacitación y Educación Socialista, 
es el ente mediante el cual, el Estado democrático y social de 
derecho y de justicia, forma integralmente a los trabajado-
res y a las trabajadoras para su incorporación consciente al 
proceso social del trabajo, en función de la construcción de 
relaciones de trabajo justas e igualitarias, la producción de 
bienes y la prestación de servicios que satisfagan las necesi-
dades del pueblo, la consolidación de la independencia y el 
fortalecimiento de la soberanía económica del país. (subra-
yado nuestro)

Así las cosas, se establece por parte de un instituto de capa-
citación y educación socialista de acuerdo al Segundo Plan 
Socialista de Desarrollo Económico y Social la formación de 
trabajadores para su incorporación en el proceso social del tra-
bajo. En efecto, se establece en el artículo 32 del Decreto ley, 
así como en el artículo 304 de la Ley Orgánica del Trabajo, los 
Trabajadores y las Trabajadoras, la obligación, en cabeza de 
los patronos, de contratar aprendices, siempre que “cuenten 
con quince o más trabajadores” en su entidad de trabajo, refi-
riéndose el artículo 2 de tal Decreto y los considerandos del 
mismo, al proceso educativo socialista que debe ser insertado en 
los agentes económicos a través del proceso social del trabajo. 
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e.	 Norma Técnica del Servicio de Seguridad  
y Salud del Trabajo

El Instituto Nacional de Prevención, Salud y Seguridad 
Laborales (INPSASEL) dictó recientemente una Norma Téc-
nica NT-03-2016 Resolución 9588 del Ministerio Del Poder 
Popular Para El Proceso Social De Trabajo de fecha 18 de enero 
de 2016 publicada en Gaceta Oficial Número 40.973 de fecha 
24 de agosto de 2016 a los efectos establecer “los lineamentos 
que debe cumplir toda entidad de trabajo para la organiza-
ción, conformación, registro y funcionamiento del Servicio de 
Seguridad y Salud en el Trabajo propio o mancomunado, para 
garantizar la protección de los trabajadores y las trabajadoras 
contra toda condición que perjudique su salud física y men-
tal, producto de la actividad laboral y de las condiciones en 
que esta se efectué, la prevención de accidentes de trabajo y 
de enfermedades ocupacionales (...)” (artículo 1 de la Norma 
Técnica en comentario). 

Esta Norma Técnica remite de forma expresa al Plan de 
la Patria 2013-2019 (Segundo Plan Socialista 2013-2019) en los 
términos siguientes: “(...) en cumplimiento del Plan de la Patria, 
específicamente en el gran objetivo histórico N° 2, y con el fin 
de seguir avanzando hacia una nueva estructura social inclu-
yente, un nuevo modelo productivo y humanista que persigue 
que todos vivamos en similares condiciones, siendo la salud 
y seguridad de los trabajadores y las trabajadoras primordial 
para lograrlo, desarrolló la presente Norma Técnica con el fin 
de regular la organización, conformación, clasificación, regis-
tro y funciones de los Servicios de Seguridad y Salud en el 
Trabajo, elemento fundamental de la gestión en materia de 
seguridad y salud en el trabajo en las entidades de trabajo (...)”.

En efecto, como objetivo nacional en el Segundo Plan 
Socialista de Desarrollo Económico y Social de la Nación, se 
establece como objetivo nacional construir una sociedad igua-
litaria y justa, y como objetivo estratégico 2.2.1 superar las for-
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mas de explotación capitalistas presentes en el proceso social 
del trabajo, a través del despliegue de relaciones socialistas 
entre trabajadores con este proceso. De allí, pues, se denota cla-
ramente la intencionalidad de, a través de este Norma Técnica, 
insertar las ideas socialistas y la formación colectivista en las 
empresas y centros de trabajo. 

XIII. Régimen sobre la propiedad Urbana

En cuanto al régimen de tierras urbanas y anteriores al 
ámbito temporal que se estableció para el presente trabajo, se 
dictaron limitaciones importantes al derecho de propiedad 
que por ello se citan a continuación.

El 21 de octubre de 2009 fue publicada en Gaceta Oficial 
N° 5.933 Extraordinario la Ley de Tierras Urbanas. El objeto 
de dicha Ley fue regular la tenencia de tierras urbanas sin uso 
para el desarrollo de programas sociales de vivienda y hábitat 
a los fines de establecer las bases del desarrollo urbano y satis-
facción progresiva del derecho a las viviendas dignas en las 
zonas urbanas (art. 1 de la Ley en comentario).

En el artículo 2 se establece que la propiedad de las tierras 
urbanas tiene una función social y sometida a las contribucio-
nes, restricciones y obligaciones previstas en la ley, reglamen-
tos, planes y normas reglamentarias que al efecto se dicten, lo 
cual es atentatorio contra el derecho de propiedad que como 
derecho constitucional su núcleo duro sólo puede ser limitado 
mediante ley, dada la reserva legal prevista en la constitución 
vigente. En el artículo 3 se declaran de utilidad pública e inte-
rés social las tierras urbanas sin uso. A los efectos de esta Ley, 
se entiende por tierras urbanas sin uso aptas para el desarrollo 
de programas sociales de viviendas y hábitat, aquellas exten-
siones ubicadas en áreas de las ciudades equipadas de servi-
cios públicos, entre ellas:
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1.	 Tierras urbanas abandonadas por sus propietarios.
2.	 Tierras urbanas sin edificar. 
3.	 Cualquier otra que así determine el Ejecutivo Nacional. 

De allí pues, se prevé, conforme a la ley una gran discrecio-
nalidad administrativa en cuanto a la consideración de tierras 
urbanas, tal es el caso: ¿Qué se considera una tierra urbana 
abandonada? ¿Cuáles son los requerimientos para tal deter-
minación? ¿Cuál es el tiempo necesario a los efectos de deter-
minar una tierra sin uso en cuanto a no haber construido o 
edificado en ella? Y más aún, hay una gran discrecionalidad 
en cuanto a cualquier otra que así determine el Poder Ejecutivo 
Nacional, vaciando de contenido el principio de Reserva Legal 
en cuanto a la determinación de una tierra sin uso y a la mera 
determinación por parte del Ejecutivo Nacional.

Se prevé por otra parte, por la Ley de Tierras Urbanas, un 
procedimiento de Declaratoria de Tierras Urbana sin uso. El 
órgano o ente con competencia técnica nacional para la regu-
larización de la tenencia de la tierra urbana, podrá, de oficio o 
por denuncia, ordenar la apertura del procedimiento de decla-
ratoria de tierras urbana sin uso (art. 21). Ordenada la apertura 
del procedimiento, el órgano o ente con competencia en mate-
ria de obras públicas y vivienda podrá dictar las medidas de 
ocupación previa mediante acto que justifique las razones para 
llevarla a cabo. Si el procedimiento concluye con la declarato-
ria de tierra urbana sin uso, El Ejecutivo nacional a través del 
órgano con Competencia técnica nacional iniciará los trámites 
para la transmisión de propiedad, pudiendo ocupar previa-
mente la tierra con la finalidad de efectuar estudios de suelos 
o cualquier otra actividad relacionada con la ejecución de las 
obras que se hayan proyectado. 

Mediante el Decreto N° 8.005 de fecha 18 de enero de 2011 
publicado en Gaceta Oficial Nº 6.018 Extraordinario de fecha 29 
de enero de 2011, se dictó el Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Orgánica de Emergencia para Terrenos y Vivienda, el 
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cual estableció en su artículo primero, dentro de esta legalidad 
socialista, que dicha Ley tiene como objeto: 

”establecer un conjunto de mecanismos extraordinarios 
a cargo del Ejecutivo Nacional, en coordinación con otros 
entes públicos y privados, nacionales e internacionales, 
destinados a hacerle frente con éxito y rapidez a la crisis de 
vivienda que ha afectado a nuestro pueblo como consecuen-
cia del modelo capitalista, explotador  y excluyente  y que  se 
ha agudizado por los efectos del cambio climático, genera-
dor de devastaciones en amplias zonas del territorio nacio-
nal” (art. 1 del Decreto en comentario) (subrayado nuestro).

No compartimos, obviamente, este artículo primero de la 
Ley en comentario ya que la crisis de vivienda no se debe a 
un modelo capitalista, sino que se debe a una falta de política 
pública que haya atendido a la construcción de viviendas. En 
efecto, desde 1998 la política de construcción de vivienda fue 
muy poco atendida por el gobierno y es solo con la Misión 
Vivienda que en el año 2012 se efectúa de forma acelerada y 
poco estructurada; con la cercanía de las elecciones es que se 
le puso atención a la construcción de viviendas. En efecto, en 
14 años del gobierno socialista se calcula por la Cámara Inmo-
biliaria de Venezuela que “el déficit de viviendas en el país ha 
llegado a los 3 millones, lo que significa un aumento de un 
millón en los últimos años” 41.

El artículo 3º establece que, para alcanzar el objetivo de la 
presente Ley, el Ejecutivo Nacional queda facultado para:

(...)

“3.	Dictar decretos de creación de Áreas Vitales de Vivien-
das y Residencias (AVIVIR), en las cuales el Estado pro-

41	 http://www.camarainmobiliaria.org.ve/carlos-gonzalez-deficit-de-
viviendas-alcanza-los-3-millones-en-el-pais/
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cederá a reordenar integralmente la distribución y uso 
del espacio, sea éste urbano o rural, para destinarlo en 
prioridad y con urgencia, a la construcción de viviendas 
unifamiliares o multifamiliares de micro comunidades, 
pequeños barrios, grandes barrios o nuevas ciudades. En 
las áreas decretadas Áreas Vitales de Viviendas y Resi-
dencias (AVIVIR), el Estado no permitirá la existencia 
de inmuebles no residenciales o terrenos abandonados, 
ociosos, subutilizados o de uso inadecuado que presen-
tan condiciones y potencial para cumplir con el objeto 
de esta Ley. 

	 La competencia para establecer las categorías antes 
señaladas, será exclusiva del organismo debidamente 
calificado y con carácter nacional, que el Ejecutivo cree 
mediante Decreto”. 

Así mismo, el artículo 4 del Decreto define como áreas 
vitales de vivienda y residencias (AVIVIR):

	 “Aquellas creadas mediante Decreto por el presidente 
de la República en Consejo de Ministros, en las cuales 
el Estado procederá a reordenar integralmente el terri-
torio, para destinarlo con prioridad y con urgencia a la 
construcción de viviendas. 

	 En el marco de esta redistribución y uso del espacio, será 
efectuada la calificación de los terrenos aptos para la 
construcción de viviendas e inmuebles no residenciales, 
que se encuentren ociosos, abandonados o de uso inade-
cuado a los fines del poblamiento y habitabilidad.

	 En estas áreas, el Ejecutivo Nacional podrá establecer un 
régimen específico contentivo de condiciones especiales 
en el ámbito del reordenamiento territorial, laboral, de 
seguridad, de orden público, de servicios, simplificación 
de trámites administrativos, incentivos, regulaciones y 
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cualquier otro tipo de medidas, que coadyuven al cum-
plimiento expedito de los objetivos de la presente Ley”.

Con fundamento en el marco creado en el Decreto Ley 
Orgánica de Emergencia para terrenos y viviendas se han dic-
tado los siguientes decretos creando áreas vitales de vivienda 
y de residencia:  

I.	 Decreto N° 8.301 de fecha 07 de julio de 2011 publi-
cado en Gaceta Oficial Nº 39.708 de fecha 7 de julio 
de 2011.

	 Se crean Áreas Vitales de Vivienda y de Residencia 
(AVIVIR) con una superficie total de aproximada-
mente 1.952,09ha, destinadas a la construcción de 
viviendas en el Estado Aragua y Miranda. 

II.	 Decreto N° 8.302 de fecha 07 de julio de 2011 publi-
cado en Gaceta Oficial Nº 39.708 de fecha 7 de julio 
de 2011.

	 Se crean las Áreas Vitales de Vivienda y de Resi-
dencia (AVIVIR) con una superficie total de aproxi-
madamente 500,12ha, destinadas a la construcción 
de viviendas en el Estado Sucre, Anzoátegui, Zulia, 
Táchira, Trujillo, Carabobo, Aragua, Lara, Falcón, 
Apure y Distrito Capital.

III.	 Decreto Nº 8.886 de fecha 29 de marzo de 2012 publi-
cado en Gaceta Oficial Nº 39.896 de fecha 2 de abril 
de 2012.

	 Se crean las Áreas Vitales de Vivienda y de Resi-
dencia (AVIVIR) con una superficie total de aproxi-
madamente 3,23ha, destinadas a la construcción de 
viviendas en el Estado Lara.
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IV.	 Decreto Nº 8.888 de fecha 29 de marzo de 2012 publi-
cado en Gaceta Oficial Nº 39.896 de fecha 2 de abril 
de 2012.

	 Se crean las Áreas Vitales de Vivienda y de Residen-
cia (AVIVIR) con una superficie total de aproxima-
damente 16,16 ha, destinadas a la construcción de 
viviendas en el Estado Miranda.

V.	 Decreto Nº 8.889 de fecha 29 de marzo de 2012 publi-
cado en Gaceta Oficial Nº 39.896 de fecha 2 de abril 
de 2012.

	 Se crean las Áreas Vitales de Vivienda y de Residen-
cia (AVIVIR) con una superficie total de aproxima-
damente 1.022,1ha, destinadas a la construcción de 
viviendas en el Estado Anzoátegui, Bolívar, Aragua, 
Carabobo, Lara, Miranda, Nueva Esparta, Táchira, 
Yaracuy y Zulia.

VI.	 Decreto Nº 8.890 de fecha 29 de marzo de 2012 publi-
cado en Gaceta Oficial Nº 39.896 de fecha 2 de abril 
de 2012.

	 Se crean las Áreas Vitales de Vivienda y de Residen-
cia (AVIVIR) con una superficie total de aproxima-
damente 30,13ha, destinadas a la construcción de 
viviendas en el Estado Vargas y Distrito Capital.

VII.	 Decreto Nº 8.891 de fecha 29 de marzo de 2012 publi-
cado en Gaceta Oficial Nº 39.896 de fecha 2 de abril 
de 2012.

	 Se crean las Áreas Vitales de Vivienda y de Residen-
cia (AVIVIR) con una superficie total de aproxima-
damente 184,02ha, destinadas a la construcción de 
viviendas en Distrito Capital.

VIII.	 Decreto Nº 8.892 de fecha 29 de marzo de 2012 publi-
cado en Gaceta Oficial Nº 39.896 de fecha 2 de abril 
de 2012
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	 Se crean las Áreas Vitales de Vivienda y de Residen-
cia (AVIVIR) con una superficie total de aproxima-
damente 13,44ha, destinadas a la construcción de 
viviendas en Distrito Capital.

IX.	 Decreto Nº 8.894 de fecha 29 de marzo de 2012 publi-
cado en Gaceta Oficial Nº 39.896 de fecha 2 de abril 
de 2012.

	 Se crean las Áreas Vitales de Vivienda y de Resi-
dencia (AVIVIR) con una superficie total de aproxi-
madamente 1,38ha, destinadas a la construcción de 
viviendas en el Estado Miranda.

X.	 Decreto Nº 8.895 de fecha 29 de marzo de 2012 publi-
cado en Gaceta Oficial Nº 39.896 de fecha 2 de abril 
de 2012.

	 Se crean las Áreas Vitales de Vivienda y de Residen-
cia (AVIVIR) con una superficie total de aproxima-
damente 14,59ha, destinadas a la construcción de 
viviendas en el Estado Miranda.

Según cifras de la cámara inmobiliaria, hay un déficit de 
3.000.000 de viviendas en Venezuela 42.  

En fecha 15 de junio de 2012 fue publicado en Gaceta Ofi-
cial N° 39.945 Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley para 
la determinación del justiprecio de bienes inmuebles en los 
casos de expropiaciones de emergencia con fines de población 
y habitabilidad. Este Decreto es dictado, entre otras finalida-
des, de acuerdo con su considerando, con “el fin supremo y 
voluntad de lograr la mayor eficacia política y calidad  revolu-
cionaria en la construcción del socialismo” y  tiene por objeto 
establecer el procedimiento para determinar el justiprecio de 
los inmuebles a ser adquiridos por el Estado venezolano, a los 

42	 http://www.camarainmobiliaria.org.ve/carlos-gonzalez-deficit-de-
viviendas-alcanza-los-3-millones-en-el-pais/
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fines del poblamiento y habitabilidad, en los casos de expro-
piación de emergencia previsto en la ley que regula la materia 
de Emergencia para Terrenos y Viviendas.

Tenemos dos comentarios en cuanto al Decreto bajo análi-
sis: El primero relativo a la determinación de la base de cálculo 
para el justiprecio, según el cual el justiprecio del inmueble se 
determinará utilizando como base de cálculo el último valor 
de compra de dicho inmueble indicado en el respectivo docu-
mento de propiedad debidamente protocolizado. Sin embargo, 
se prevé que en el supuesto que el documento tenga data infe-
rior a un año para el momento de inicio del procedimiento de 
expropiación de emergencia, se considerará como base de cál-
culo la penúltima transacción registrada, lo cual es irregular y 
sólo tiene por finalidad reducir o bajar el valor a pagar por el 
inmueble.

En segundo lugar, el Decreto en cuanto a la determinación 
del justiprecio del inmueble prohíbe tomar en consideración el 
precio del mercado o el valor del mercado, lo cual atenta contra 
los principios de valoración de los bienes y, en este caso, de 
los inmuebles, desconociendo así por completo las leyes de la 
oferta y de la demanda que determinan el valor de los inmue-
bles, insertando valores ficticios o regulados. Igualmente, el 
Decreto prevé que en ningún caso podrá considerarse para 
el cálculo del justiprecio del inmueble cualquier influencia o 
impacto generado por inversiones públicas o privadas realiza-
das en el entorno inmediato, ni las expectativas de rentabilidad 
derivada de los usos establecidos por la ordenación territorial 
o urbanística.

XIV. Régimen sobre la propiedad rural

El régimen de la propiedad rural en virtud de que su regu-
lación es muy anterior al ámbito temporal del presente escrito 
no es trabajado aquí. Sin embargo, debe destacarse que la pro-
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piedad sobre tierras rurales ha sido severamente atacada por 
las leyes dictadas luego del año de 1999. Nos referimos fun-
damentalmente a las previsiones establecidas en el Decreto 
Ley N° 1.546 publicado en la Gaceta Oficial N° 37.323 del 13 de 
noviembre de 2001 mediante la cual se estableció la Ley de Tie-
rras y Desarrollo Agrario reformada mediante Ley publicada 
en Gaceta Oficial N° 5.771 del 18 de mayo 2005 y en Gaceta 
Oficial N° 5.091 Extraordinario del 29 de julio de 2010 previén-
dose en esta última la figura del “rescate administrativo” de 
tierras agrícolas de propiedad privada violando la Constitu-
ción Económica de 1999 así como las disposiciones del Código 
Civil vigente y de la Ley de Registros y del Notariado43. Esto 
aunado a las distintas fases y políticas en cuanto a expropia-
ciones, expoliaciones, invasiones y ocupaciones de tierras de 
propiedad privada rural.

XV. Régimen inquilinario

En materia inquilinaria, las limitaciones han sido diversas 
en la legalidad socialista. Pero fundamentalmente el marco 
legal está constituido por: A.-  El Decreto con Rango y Fuerza de 
Ley N° 427 de Arrendamientos Inmobiliarios. B.-   La Ley para 
la Regularización y Control de Arrendamiento de Vivienda 
(Publicado en la Gaceta Oficial N° 6053 de 12 de noviembre 
de 2011), C.- El Decreto N° 8.190 mediante el cual se dicta el 
Decreto publicado en Gaceta Oficial N° 39.668 de fecha 6 de 
mayo de 2011, Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley contra 
el Desalojo y la Desocupación Arbitraria de Viviendas publi-
cado en Gaceta Oficial N° 39.668 de fecha 6 de mayo de 2011 
y D.-) el   Decreto con Rango Valor y Fuerza de Ley de Regu-

43	 Véase Brewer Carias Allan “La figura del rescate administrativo de tie-
rras agrícolas de propiedad privada regulada en la reforma de ley de tie-
rras y desarrollo agrícola del 2010, su inconstitucionalidad, y el tema de 
la acreditación de la titularidad de la propiedad sobre tierras rurales” en 
La propiedad privada en Venezuela situación y perspectivas. Acceso a la Justicia. 
Universidad Metropolitana, CEDICE y FUNEDA, Caracas 2016 p. 115 y ss.
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lación del Arrendamiento Inmobiliario para el Uso Comercial 
publicado en la Gaceta oficial N° 40.418 del 23 de mayo de 2014.

15.1	El Decreto Ley N° 427 de Arrendamientos 
Inmobiliarios (LAI)

Ya no es aplicable para los arrendamientos de inmuebles 
destinados a vivienda porque ahora lo regula la Ley para la 
Regularización y Control de Los Arrendamientos de Vivienda, 
pero sigue aplicando para los demás inmuebles mencionados 
en el artículo.

15.2.	Ley para la Regularización y Control de 
Arrendamientos de vivienda

En relación con el arrendamiento de viviendas dadas 
las regulaciones previstas en el Decreto Ley Contra el Des-
alojo y la Desocupación Arbitraria de Viviendas y de la Ley 
de Regularización y Control de Arrendamientos, con el afán 
de proteger a los débiles económicos y jurídicos como son los 
arrendatarios, comodatarios o poseedores legítimos, se han 
previsto demasiados privilegios en dicha relación arrendaticia 
para una de las partes como lo constituyen los arrendatarios o 
comodatarios implicando desincentivos para arrendar inmue-
bles para vivienda y afectando severamente este mercado 44. En 
efecto, en el Decreto Ley de Desalojo y Desocupación se esta-

44	 Dentro de esta legalidad socialista el artículo primero de la Ley Para la 
Regularización y control de los Arrendamientos de Vivienda establece:” 
Artículo 1. La presente Ley, tiene por objeto establecer el régimen jurídico 
especial de arrendamiento de inmuebles urbanos y suburbanos destina-
dos a vivienda, ya sean arrendados o subarrendados total o parcialmente; 
en el marco de la novedosa legislación y Política Nacional de Vivienda 
y Hábitat, como un sistema integrado dirigido a enfrentar la crisis de 
vivienda que ha afectado a nuestro pueblo como consecuencia del modelo 
capitalista explotador y excluyente; con el fin supremo de proteger el valor 
social de la vivienda como derecho humano; y promoviendo relaciones 
arrendaticias justas conforme a los principios del Estado democrático y 
social, de derecho y de justicia, cumpliendo el mandato de refundación de 
la República, establecido en la Carta Magna.”
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blecen varias normas que reducen en gran medida el incentivo 
a arrendar inmuebles para vivienda:

1.	 Se prevé que previo al ejercicio de cualquier acción judi-
cial y administrativa que pudiera comportar la pérdida 
de la posición o tenencia de un inmueble destinado a 
vivienda principal, deberá tramitarse por ante el Minis-
terio con competencia en materia de hábitat y vivienda 
el procedimiento administrativo previsto en el Decreto 
Ley en comentario (Artículo 5 del Decreto Ley).

2.	 Se establece como condición para la ejecución del des-
alojo que el funcionario judicial debe remitir al Minis-
terio de Hábitat y Vivienda una solicitud mediante la 
cual dicho órgano del Ejecutivo Nacional disponga de 
refugio temporal o solución habitacional definitiva para 
el sujeto afectado por el desalojo y su grupo familiar, si 
éste manifestare no tener lugar donde habitar.

En todo caso, no se procederá a la ejecución forzosa, según 
el artículo 13 del Decreto en comentario, sin que se garantice el 
destino habitacional de la parte afectada.

Por tanto, con la finalidad de proteger a arrendatarios, 
comodatarios u ocupantes de inmuebles para vivienda, se 
establecen normas y regulaciones que constituyen eficaces des-
incentivos e inhibidores a que exista un mercado de arrenda-
mientos inmuebles para vivienda (con oferta y demanda), ya 
que se colocan muchos obstáculos o trabas jurídicas para los 
arrendadores, creándoles inseguridad en cuanto a la disponi-
bilidad de su inmueble una vez concluido el contrato 45. 

45	 http://www.camarainmobiliaria.org.ve/camara-inmobiliaria-denuncia-
deficit-de-3-millones-de-viviendas/: “El presidente de la Camara Inmobi-
liaria Aquiles Martino recalcó que la Ley de Arrendamiento acabó con el 
alquiler de inmuebles.”
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15.3.	Decreto N° 929 de fecha 24 de abril de 2014  
con Rango, Valor y Fuerza de Ley de Regulación  
del Arrendamiento Inmobiliario para el Uso 
Comercial publicado en la Gaceta oficial N° 40.418 
del 23 de mayo de 2014

Este decreto rige las condiciones y procedimientos para 
regular y controlar la relación entre arrendadores y arrenda-
tarios, para el arrendamiento de inmuebles destinados al uso 
comercial.  A los fines de la aplicación e interpretación del pre-
sente Decreto Ley, se entenderá por “inmuebles destinados al 
uso comercial”, aquellos en los cuales se desempeñen activi-
dades comerciales o de prestación de servicios como parte del 
giro ordinario del establecimiento que allí funciona, indepen-
dientemente de que dicho inmueble constituya una unidad 
inmobiliaria por sí solo, forme parte de un inmueble de mayor 
magnitud, o se encuentre anexado a éste (at 2 del Decreto Ley 
en comentario).

Quedan excluidos de la aplicación de este Decreto Ley, los 
inmuebles no destinados al uso comercial, tales como: vivien-
das, oficinas, industrias, pensiones, habitaciones, residencias 
estudiantiles, inmuebles destinados a alojamiento turístico o 
de temporadas vacacionales, fincas rurales y terrenos no edi-
ficados.

La fijación del canon de arrendamiento de los inmuebles 
sujetos a regulación de conformidad con el presente Decreto 
Ley, según el decreto ley la determinarán el arrendador y el 
arrendatario, aplicando uno de los siguientes métodos, selec-
cionado de común acuerdo: 

“1. Canon de arrendamiento fijo (CAF), según el cual se 
toma como base el valor actualizado del inmueble (VI), de 
acuerdo a lo establecido en el artículo anterior, dividido 
entre doce (12) meses y entre el área arrendable (M2A), 
obteniendo el canon por metro cuadrado, luego se multi-
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plica este valor por el área a arrendar (M2a) y por el porcen-
taje de rentabilidad anual (%RA), establecido en 12% para el 
primer año de la relación arrendaticia. Cuando se trate de 
centros comerciales y/o locales comerciales completamente 
nuevos, el porcentaje de rentabilidad anual (%RA) estable-
cido, podrá ser como máximo de 20% sólo para el primer 
año. 

Se aplicará la siguiente formula: 
CAF = (VI/12/M2A) x M2a x %RA. 

Donde: 
CAF: valor del canon de arrendamiento fijo mensual; 
VI: valor del inmueble; 
M2A: metros cuadrados arrendables; 
M2a: metros cuadrados a arrendar; 
%RA: porcentaje de rentabilidad anual. 

2. Canon de arrendamiento variable (CAV) con base en 
porcentaje de ventas: Se establecerá como referencia el 
Monto Bruto de Ventas realizadas (MBV) por el arrenda-
tario, expresadas en la Declaración Regular del Impuesto 
al Valor Agregado (IVA) correspondiente al mes inmedia-
tamente anterior. Si hubiere una Declaración Sustitutiva, 
el porcentaje del monto allí reflejado será sumado al por-
centaje de ventas correspondiente al mes siguiente. El por-
centaje a aplicar sobre el monto de ventas realizadas será 
definido por las partes y oscilará entre 1% y 8%, quedando 
esto claramente establecido en el respectivo contrato. Para 
casos de operaciones comerciales cuya actividad principal 
sea entretenimiento, las partes podrán convenir porcentajes 
entre 8% y 15%. 

3. Canon de arrendamiento mixto (CAM) compuesto por 
porción fija más porcentaje de ventas: 
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La porción fija en ningún caso será superior a 50% de lo que 
correspondería a un canon de arrendamiento fijo, según lo 
establecido en el numeral 1. 
El % de ventas en ningún caso será superior a 8%, según lo 
establecido en el numeral 2. 
Cuando el porcentaje de ventas supere el doble de la por-
ción fija, el canon mensual será el que resulte de aplicar lo 
establecido en el numeral 2, suprimiéndose la porción fija, 
quedando todo esto claramente establecido en el respectivo 
contrato.”

Así mismo el decreto establece que en caso de no poder 
acordar arrendatarios y arrendadores conjuntamente el canon 
o de tener dudas en cuanto a su cálculo, deberán solicitar a la 
SUNDDE su determinación. 

No obstante, se establece que La SUNDDE podrá modificar 
mediante providencia administrativa los porcentajes de renta-
bilidad anual (%RA) establecidos en este artículo, cuando así lo 
determinen razones de interés público o social.

XVI. Régimen sobre la Banca, la eliminación,  
el ajuste por inflación y los aportes para fiscales

Mediante Decreto N° 2.163 de fecha 29 de diciembre de 
2015 publicado en Gaceta Oficial Nº 6.210 Extraordinario de 
fecha 30 de diciembre de 2015, se dicta el Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley de Impuesto sobre la Renta en cuyo artí-
culo 8 se modifica el artículo 173 que pasa a ser el 171, en los 
siguientes términos: 

«Artículo 171. A los solos efectos tributarios, los contri-
buyentes a que se refiere el artículo 7° de este Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley, que iniciaron sus operaciones 
a partir del 1ro de enero del año 1993, y realicen actividades 
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comerciales, industriales, explotación de minas e hidrocar-
buros y actividades conexas, que estén obligados a llevar 
libros de contabilidad, deberán al cierre de su primer ejer-
cicio gravable, realizar una actualización Inicial de sus acti-
vos y pasivos no monetarios, según las normas previstas en 
este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, la cual traerá 
como consecuencia una variación en el monto del patrimo-
nio neto para esa fecha. 
Los contribuyentes que realicen actividades bancarias, 
financieras, de seguros, reaseguros y los sujetos pasivos 
calificados como especiales por la Administración Adua-
nera y Tributaria, quedarán excluidos del sistema de 
ajustes por inflación previsto en este Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley. 
Una vez practicada la actualización inicial de los activos y 
pasivos no monetarios, el Balance General Fiscal Actuali-
zado servirá como punto inicial de referencia al sistema de 
reajuste regular por inflación previsto en e l Capítulo II del 
Título IX de este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley. 
Los contribuyentes que cierren su ejercicio después del 31 
de diciembre de 1992 y estén sujetos al sistema de ajuste por 
inflación, realizarán el ajuste inicial a que se contrae este 
artículo, el día de cierre de ese ejercicio. 
Parágrafo Primero. Los contribuyentes que habitualmente 
realicen actividades empresariales no mercantiles y lleven 
libros de contabilidad, podrán acogerse al sistema de ajuste 
por inflación en las mismas condiciones establecidas para 
los obligados a someterse al mismo. Una vez que el contri-
buyente se haya acogido al sistema integral de ajuste a que 
se contrae este Título, no podrá sustraerse de él, cualquiera 
que sea su actividad empresarial. 
Parágrafo Segundo. Se consideran como activos y pasivos 
no monetarios, aquellas partidas del Balance General His-
tórico del Contribuyente que por su naturaleza o caracte-
rísticas son susceptibles de protegerse de la inflación, tales 
como: los inventarios, mercancías en tránsito, activos fijos, 
edificios, terrenos, maquinarias, mobiliarios, equipos.”
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Así las cosas, en un país cuyos niveles de inflación son 
altísimos y que han sido calculados sus índices según Ecoa-
nalítica para 2016 en 525.1% y con proyección de 850% para el 
2017, paradójicamente, mediante ley se excluye a las activida-
des bancarias, financieras, de seguros, reaseguros, así como a 
los sujetos pasivos calificados como especiales del sistema de 
ajuste por inflación. Obviamente, ello efectuado por una polí-
tica fiscalista, para aumentar la recaudación, pero afectando 
severamente el desempeño económico, en esta economía socia-
lista, de las compañías que efectúan dichas actividades, así 
como también a los contribuyentes calificados como especiales.

XVII. Establecimiento de contribución del 5%  
para los bancos sobre los ingresos brutos  

para los consejos comunales

Decreto N° 1.402 con Rango, Valor y Fuerza de Ley de Insti-
tuciones del Sector Bancario de fecha 13 de noviembre de 2014 
publicado en Gaceta Oficial Nº 6.154 Extraordinario de fecha 
19 de noviembre de 2014, mediante el cual se establece aporte 
social para financiamiento de consejos comunales. En efecto se 
prevé en el artículo 46 de este Decreto: 

Artículo 46. “Las instituciones bancarias destinarán el cinco 
por ciento 5% del “Resultado Bruto Antes de Impuesto” al 
cumplimiento de la responsabilidad social que financiará 
proyectos de Consejos Comunales u otras formas de orga-
nización social de las previstas en el marco jurídico vigente.
La Superintendencia de las Instituciones del Sector Ban-
cario, previa opinión vinculante del Ministerio del Poder 
Popular con competencia en materia de la Comunas, esta-
blecerá mediante normativa prudencial los mecanismos de 
asignación, ejecución y distribución de estos recursos entre 
las regiones del territorio nacional.
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Las instituciones bancarias del sector público no estarán 
obligadas al pago del aporte previsto en este artículo”.

XVIII. Régimen sobre inversión extranjera

Mediante el Decreto N° 1.438 se dicta el Decreto con Rango, 
Valor y Fuerza de Ley de Inversiones Extranjeras publicado en 
la Gaceta Oficial N° 6.152 Extraordinario. El Decreto contempla 
limitaciones y altos mecanismos de control a los inversionistas 
extranjeros más que una normativa para incentivar las Inver-
siones Extranjeras. Se ha previsto una normativa para regu-
lar y limitar dichas inversiones derogando normativas que 
formalmente constituían un marco normativo que favorecía y 
protegía las inversiones extranjeras y establecían un marco de 
respeto a las mismas.46  Al analizarse el Decreto N° 1.438, se 
puede realizar un mayor énfasis en los artículos 5, 21, 23, 29, 31, 
32, 33, 38, 44, 45, 46 y 47.

El considerando del Decreto Ley de Inversiones Extranjeras 
fue dictado por el Presidente de la República “con el Supremo 
Compromiso y voluntad de lograr la eficacia política y calidad 
revolucionaria en la construcción del socialismo y el engrande-

46	 Véase Torrealba, Jose Gregorio: “Comentarios al Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley de Inversiones Extranjeras” en Revista de Derecho Público 
N° 140/2014 Editorial Jurídica Venezolana. Caracas p. 112 y ss; Garcia 
Rondón, Andrea: Nueva Regulación de Inversiones Extranjeras en Venezuela, 
CEDICE, Observatorio Económico-Legislativo. Análisis Costos Benefi-
cio ACB. Caracas. Abril 2105. Así mismo mediante el decreto N° 1438 tal 
como lo establecen en sus disposiciones  derogatorias quedó derogado: El 
Decreto Nº 356 con Rango y Fuerza de Ley de Promoción y Protección de 
Inversiones, de fecha 03 de octubre de 1999, publicado en Gaceta Oficial 
Nº 5.390 de fecha 22 de octubre de 1999; así como el Decreto N° 2.095 que 
contenía el Reglamento del Régimen Común de Tratamiento a los Capita-
les Extranjeros y sobre Marcas, Patentes , Licencias y Regalías publicado 
en la Gaceta Oficial N° 34.930 de fecha 25 de marzo de 1992;  y, entre otros, 
el Decreto N° 1.103 el cual contiene el Reglamento Parcial del Régimen 
común de Tratamiento de Capitales Extranjeros y sobre Marcas, Patentes, 
Licencias y Regalías publicado en la Gaceta Oficial  de la República de 
Venezuela N° 34.548 de fecha 7 de septiembre de 1990. 
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cimiento del país”.  Ahora bien, el engrandecimiento del país 
se logra en el marco de la Constitución Económica vigente con 
un tratamiento igual entre inversionistas nacionales y extran-
jeros, incentivando y estimulando la inversión extranjera que 
derivará en un mayor ofrecimiento de bienes y servicios para 
los venezolanos y no previendo una regulación reguladora y 
limitante de la inversión extranjera como lo realiza el Decreto 
Ley 1.4381.  

De acuerdo con la Constitución vigente en su artículo 301, 
no se podrá otorgar a personas, empresas u organismos extran-
jeros regímenes más beneficiosos que los establecidos para los 
nacionales. Así mismo, se prevé que “la inversión extranjera está 
sujeta a las mismas condiciones que la inversión nacional”. No obs-
tante, este Decreto N° 1.438 establece relevantes diferencias 
entre las inversiones extranjeras y las inversiones nacionales 
en vulneración con lo dispuesto en las normas que conforman 
nuestra Constitución Económica. Entre tales diferencias se pue-
den destacar, como desarrollaremos más adelante, la restric-
ción para el pago de dividendos y su repatriación, la exigencia 
de permanencia del capital de la inversión extranjera por un 
lapso mínimo de cinco (5) años para poder realizar remesas 
al extranjero, el carácter constitutivo otorgado al registro de la 
inversión extranjera, entre otros.

Por otra parte, dentro de la política económica del gobierno 
insertada en  Plan de la Patria Segundo Plan Socialista de 
Desarrollo Económico y Social de la Nación 2013-2019, en su 
punto 4.4 Se señala “Desmontar el Sistema neocolonial de 
dominación imperial” y en el 4.4.1, “Deslindar a Venezuela de 
los Mecanismos Internacionales” y, en el 4.4.1.1, “Denunciar los 
tratados multilaterales, así como también los tratados y acuer-
dos bilaterales que limiten la soberanía nacional frente a los 

1	 Consúltese García Rondón, Andrea: Nueva Regulación de Inversiones Extran-
jeras en Venezuela, CEDICE. Observatorio Económico-Legislativo, p. 5. 
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intereses de las potencias neocoloniales, tales como tratados de 
promoción y protección de inversiones”.  (Subrayado nuestro).

De tal manera que conforme al Plan de la Patria se establece 
la denuncia de los tratados Bilaterales de Inversión que cons-
tituyen un mecanismo para “los nacionales” o los inversionis-
tas extranjeros de protección por esos tratados y, obviamente, 
dicha protección abarcará hasta el lapso de supervivencia una 
vez denunciado el respectivo tratado por el gobierno venezo-
lano.  El problema radica que de acuerdo a este escenario se 
reduce el incentivo para inversiones extranjeras provenientes 
de supuestas “potencias neocoloniales” agravando la situación 
económica venezolana dependiente de las importaciones y con 
un sector productivo nacional muy disminuido.

El artículo 23 y el 29 se traducen en altos costos que inver-
sionistas deben tener en cuenta al momento de invertir, 
lo cual disminuye el atractivo de invertir en Venezuela que 
podrán percibir inversionistas extranjeros.

El artículo 23 menciona la forma en que debe realizarse la 
Constitución de la Inversión, estableciendo que “el valor consti-
tutivo de la inversión extranjera, deberá estar representado en 
activos que se encuentren en el país compuestos por equipos, 
insumos u otros bienes o activos tangibles requeridos para el 
inicio de operaciones productivas en al menos setenta y cinco 
por ciento (75%) del monto total de la inversión.”; y el artículo 
29, relacionado a la Permanencia del capital de la inversión, 
exige que la inversión extranjera haya permanecido cinco 
años en el país para que inversionistas tengan derecho a rea-
lizar remesas al exterior: 

“La inversión extranjera deberá permanecer en el territo-
rio de la República por un lapso mínimo de cinco (5) años, 
contados a partir de la fecha en que haya sido otorgado el 
Registro. Cumplido este período, los Inversionistas podrán, 
previo pago de los tributos y otros pasivos a los que haya 
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lugar, realizar remesas al extranjero por concepto del capi-
tal originalmente invertido, registrado y actualizado.” 

Por otra parte, el artículo 24 del Decreto Ley prevé que, 
a los fines de obtener el registro de una inversión extranjera, 
los aportes deberán estar constituidos a la tasa de cambio ofi-
cial vigente, por un monto mínimo de un millón de dólares 
($1.000.000) de los Estados Unidos de América o su equivalente 
en divisa. El Centro Nacional de Comercio Exterior (CEN-
COEX) podrá establecer un monto mínimo para la constitución 
de una inversión extranjera para pequeñas y medianas indus-
trias, pero en ningún caso puede ser inferior al 10%, es decir, 
cien mil dólares ($100.000) de los Estados Unidos de América.

El artículo 31 contempla nuevas Condiciones generales 
a la inversión extranjera. Ejemplos de algunas que pueden ser 
discutibles por considerarse desmesuradas o por su alta dis-
crecionalidad son:

3.	 Participar en las políticas dictadas por el Ejecutivo 
Nacional destinadas al desarrollo de proveedores loca-
les que garanticen los encadenamientos necesarios, con 
el fin de que las empresas nacionales incorporen las 
tecnologías, conocimientos, talento humano y capacida-
des de innovación, adecuados para proveer la calidad 
y demás especificaciones requeridas por la Empresa 
Receptora de la inversión extranjera.

4.	 Establecer relaciones bajo la tutela del organismo rec-
tor con las universidades, institutos de investigación y 
demás entes con capacidades de investigación, desarro-
llo e innovación del país.

7.	 Canalizar los recursos monetarios provenientes de la 
inversión extranjera que se realice en el territorio vene-
zolano, a través del sistema financiero nacional.

11. 	Responder a los objetivos de la política económica 
nacional.
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Limitaciones para distribución de utilidades netas y 
dividendos:

a.	 Distribución de utilidades netas en moneda de curso 
legal

El artículo 32 establece: “Salvo lo dispuesto en los trata-
dos legítimamente suscritos y ratificados por la República, las 
empresas receptoras de inversión extranjera podrán distribuir 
y pagar a sus inversionistas extranjeros, en el territorio de la 
Republica y en moneda de curso legal, la totalidad o parte de 
las utilidades netas distribuidas al cierre de cada ejercicio 
económico, de conformidad con las acciones o cuotas que el 
o los inversionistas posean.” En caso de que dichas utilidades 
netas no sean pagadas, podrán ser direccionadas a una cuenta 
afectada a reinversión, únicamente en la misma empresa que 
las haya generado.”

Hasta antes de este Decreto Ley de noviembre de 2014 y 
con fundamento en el artículo 307 del Código de Comercio se 
establecía expresamente: “No pueden pagarse dividendos a los 
accionistas sino por utilidades liquidas y recaudadas”.

En virtud del Decreto Ley N° 1.438 se establece que salvo 
los tratados legítimamente ratificados por la Republica, las 
empresas receptoras de inversión extranjera podrán distribuir 
y pagar a sus inversionistas extranjeros, en el territorio de la 
República y en moneda de curso legal (Bs) la totalidad o parte 
de las utilidades netas al cierre de cada ejercicio económico, 
de conformidad con las acciones o cuotas de participación 
que los inversionistas posean. Esta ha constituido una impor-
tante traba para la repatriación de dividendos y de utilidades 
líquidas a las casas matrices y un desincentivo importante a 
los efectos de inversiones para Venezuela impuesto mediante 
Decreto Ley afectando los derechos económicos de las com-
pañías previstos en los artículos 115 y 112 de la Constitución 
vigente.
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b.	 Límites para la remisión de utilidades o dividendos

Así mismo, se prevé la limitación a los inversionistas 
extranjeros para remitir al exterior anualmente hasta el ochenta 
por ciento (80%) de las utilidades  o dividendos que provengan 
de su inversión extranjera, registrada y actualizada en divi-
sas libremente convertibles siempre que se demuestre previa-
mente el cumplimiento del objeto de la inversión; en supuestos 
de remisión parcial la diferencia sólo podrá ser acumulada con 
las utilidades que se obtengan únicamente en el siguiente ejer-
cicio anual a los fines de ser remitido al extranjero (art 33 del 
Decreto Ley N° 1.438). 

c.	 Remesas al extranjero

Es reconocido el derecho a los inversionistas extranjeros 
a remesar al país de origen, total o parcialmente, los ingresos 
monetarios que obtengan producto de la venta dentro del terri-
torio nacional de sus acciones o inversión, así como los montos 
provenientes de reducción de capital, previo pago de los tribu-
tos correspondientes y del cumplimiento mínimo de la inver-
sión que de conformidad con el artículo 29 de dicho Decreto 
Ley es de 5 años contados a partir de la fecha del otorgamiento 
del  registro de la inversión. Aquí, además del lapso que cons-
tituye una nueva limitación, una restricción adicional la cons-
tituye que dicho lapso se cuenta a partir del otorgamiento; 
veremos luego los problemas que se presentan en cuanto a los 
registros y la calificación de la inversión extranjera por parte 
de las autoridades administrativas competentes.  

d.	 Remisión en caso de liquidación de empresas extranje-
ras

Sólo se podrá remesar al extranjero hasta el 85% sobre el 
monto total de la inversión extranjera (art. 35 único aparte del 
Decreto 1.438). Sin embargo, conforme al artículo 37 del Decreto 
Ley  se podrá remesar la totalidad de la inversión al país de ori-
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gen siempre que dicha liquidación se produzca a consecuen-
cia de la venta de la empresa directamente a inversionistas 
nacionales y se compruebe, igualmente por parte del Centro 
Nacional de Comercio Exterior, el funcionamiento pleno de las 
operaciones productivas y comerciales de la empresa recep-
tora, con la permanencia de los bienes y  los conocimientos 
tecnológicos que implicaron la inversión. En todo caso, hay que 
revisar el origen de la inversión extranjera y si existe tratado 
bilateral de inversión que prevea el derecho de transferencia o 
repatriación de capitales.

e.	 Medidas especiales ante circunstancias extraordinarias 
de carácter económico y financiero

Adicionalmente, el artículo 38 del Decreto Ley prevé even-
tuales restricciones  en casos de circunstancias económicas 
extraordinarias, que establece la posibilidad de que las reme-
sas al extranjero sean limitadas por el Ejecutivo Nacional, así 
como limitar la repatriación de capitales, lo cual puede desem-
bocar en mayores limitaciones a la inversión extranjera. 

“Artículo 38: El Ejecutivo Nacional podrá aplicar medidas 
especiales en relación a la inversión y/o transferencia tecno-
lógica, así como también limitar las remesas al extranjero 
por concepto de capital invertido y dividendos generados 
producto de la inversión extranjera, cuando se susciten cir-
cunstancias extraordinarias de carácter económico y finan-
ciero que afecten gravemente la balanza de pagos o las 
reservas internacionales del país, o que en definitiva, se vea 
afectada la seguridad económica de la Nación, conforme a 
lo previsto en la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela y demás leyes aplicables”.



225

Estado actual del sistema económico socialista contrario a la Constitución 
Económica vigente de 1999 (limitaciones desde abril de 2013) 

Juan Domingo Alfonzo Paradisi

Limitaciones en cuanto a la resolución de conflictos sobre 
el arbitraje internacional: 

Otra de las consecuencias que se derivan de la disposición 
del Decreto Ley N° 1.438 es la previsión restrictiva que esta-
blece en cuanto a la posibilidad de procedimientos de arbi-
traje internacional. El artículo 5 establece que “las inversiones 
extranjeras quedarán sometidas a la jurisdicción de los tribu-
nales de la República, de conformidad con lo dispuesto en la 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y demás 
leyes. La República Bolivariana de Venezuela podrá participar 
y hacer uso de otros mecanismos de solución de controversias 
construidos en el marco de la integración de América Latina y 
El caribe.” Esta disposición, sin duda, constituye un retroceso 
en el ámbito de la regulación sobre inversiones extranjeras en 
Venezuela, sin embargo, se encuentran vigentes los Tratados 
Bilaterales de Inversión Extranjera, que son leyes especiales 
entre las partes, y de preverse en dichos tratados mecanismos 
de resolución de conflictos, como lo constituye el arbitraje, debe 
darse preeminencia a lo previsto en dicho tratado 2. 

XIX. Situación de la  Superintendencia  
de Inversiones Extranjeras (SIEX)

Decreto Nº 1.438 Con Rango Valor y Fuerza de Ley de Inver-
siones Extranjeras de fecha 17 de noviembre de 2014, publicado 

2	 La República Bolivariana de Venezuela ha suscrito y están vigentes 27 Tra-
tados Bilaterales de Inversión (BTIs) los cuales son con: Alemania, Argen-
tina, Barbados, Bielorrusia, Canadá, Chile, Costa Rica, Cuba, Dinamarca, 
Ecuador, España, Francia, Irán, Lituania, Paraguay, Perú, Portugal, Reino 
Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, Reino de los países Bajos, 
Republica Checa, Rusia, Suecia, Suiza, Uruguay, Unión Belgo Luxembur-
guesa, y Vietnam. Cabe destacar que el Tratado bilateral de Inversiones 
con el Reino de los Países Bajos fue denunciado por Venezuela el año 2008, 
y ya no protege inversiones realizadas en Venezuela por nacionales de esa 
jurisdicción, con posterioridad a esa fecha, pero si protege y mantiene su 
vigencia hasta el 2023 para las inversiones realizadas con anterioridad.  
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en Gaceta Oficial Extraordinario Nº6.152 Extraordinario de 
fecha 18 de noviembre de 2014. El cual en sus disposiciones 
transitorias establece:

“Cuarta. Se ordena la supresión de la Superintendencia de 
Inversiones Extranjeras (SIEX), proceso que será regulado 
por el Presidente o Presidenta de la República, mediante 
Decreto. El régimen de la supresión a que se refiere el pre-
sente artículo deberá asegurar la transferencia progresiva y 
ordenada de atribuciones, bienes, derechos y obligaciones 
de la Superintendencia al Centro Nacional de Comercio 
Exterior, en observancia del principio de continuidad admi-
nistrativa. De manera transitoria, la Superintendencia 
de Inversiones Extranjeras (SIEX) ejercerá las funciones 
de la unidad administrativa encargada del tratamiento 
de las inversiones extranjeras productivas, conforme al 
artículo 10 del Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley, 
publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana 
de Venezuela Nº 6.116 Extraordinario, de fecha viernes 29 
de noviembre de 2013, bajo la dirección y supervisión del 
Centro Nacional de Comercio Exterior.”

Ha constituido un claro indicador de la falta de incentivo 
y protección a las inversiones extranjeras la supresión de la 
Superintendencia de Inversiones Extranjeras, pasando ahora 
a formar parte de las funciones y competencias del órgano 
administrativo que se encarga de la administración cambiaria 
(CENCOEX). Sin embargo, en la práctica -hasta la redacción 
de este trabajo- en la sede de la SIEX se sigue supuestamente 
trabajando, con lentitud, en cuanto a las competencias de regis-
tro y calificación de las inversiones extranjeras. Se ha criticado 
igualmente que según el artículo 11 se prevén como compe-
tencias adicionales del Centro Nacional de Comercio Exterior 
(CENCOEX) las que establece el referido artículo 11 Del Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley de Inversiones Extranjeras 
pero que en numeral 14 de dicho artículo se permite que los 
ministerios con competencia en comercio exterior o finanzas le 
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atribuyan otras competencias, lo cual constituye una violación 
al principio de legalidad administrativa previsto en el artículo 
137 de la constitución vigente ya que solo la ley puede prever 
o atribuir competencias lo cual es distinto al mecanismo de 
delegación administrativa 3. 

El 27 de marzo de 2017 el Presidente de la República anun-
cio nuevo Decreto de “estímulo y aceleración de la inversión 
extranjera”, habrá que ver su alcance una vez que sea publi-
cado en gaceta oficial. 

XX. Reforma del Código Orgánico Tributario 
mediante Decreto con Rango Valor y Fuerza  

de Ley publicado en la Gaceta Oficial N° 6.152 
Extraordinario del 18 de noviembre de 2014

Otra de las violaciones comprendidas en la legalidad socia-
lista la constituye la Reforma del Código Orgánico Tributario 
la cual con un propósito y finalidad fiscalista ha restringido los 
derechos económicos de los contribuyentes y ha constituido un 
importante retroceso en lo que concierne a los principios cons-
titucionales de la tributación y a la relación jurídica entre el 
Poder Tributario y los contribuyentes. Son diversos los retroce-
sos previstos en la reforma del Código Orgánico Tributario en 
comentario, constituyendo la primera de ellas el establecer la 
modificación de dicho Código mediante un Decreto Ley y no 
mediante una ley formal emanada de la Asamblea Nacional 
que constituye el cuerpo u órgano representativo del pueblo 
venezolano. Así las cosas, el afectar elementos de la obligación 
tributaria constituye una violación a las normas que integran la 
Constitución Económica. En este sentido la reforma al Código 
Orgánico Tributario en su artículo 3 parágrafo segundo des-

3	 Torrealba, Jose Gregorio: op cit, p. 219.
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conoce el principio de la legalidad 4 tributaria al autorizar 
“al Ejecutivo Nacional para que proceda a modificar la alícuota del 
impuesto, en los límites que ella establezca”  De igual manera, la 
Ley de Impuesto sobre la Renta5 en su última reforma dictada 
también en el marco de la ley habilitante  en su artículo 197 
establece: “ El Ejecutivo Nacional podrá modificar establecer 
alícuotas distintas para determinados sujetos pasivos o secto-
res económicos, pero las mismas no podrán exceder los límites 
previstos en este Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley”.     

Una segunda limitación la constituye la supresión de la 
suspensión automática de los efectos de los actos administra-
tivos de contenido tributario con la interposición del recurso 
jerárquico en virtud de lo previsto en el artículo 257 de la 
Reforma del Código Orgánico Tributario.

La tercera limitación violatoria de los principios de la 
Constitución Económica la constituye el establecimiento en 
la reforma del Código Orgánico Tributario de 2014 del pro-
cedimiento del cobro ejecutivo previsto en los artículos 290 y 
siguientes de dicha ley de reforma. Ello consiste en una acción 
ejecutiva por parte de la propia Administración Tributaria de 
cobro de tributos, multas e intereses sin que medie la acción del 
Poder Judicial “de tal manera que el sujeto que pretende que se 
le pague la deuda que el mismo determinó es quien practica 

4	 Véase Palacios Marquez, Leonardo: en el prólogo titulado “La Reforma 
del Código Orgánico Tributario de 2014, Derechos Humanos y Descodi-
ficación en la Reforma del Código Orgánico Tributario de 2014, Asociación 
Venezolana de Derecho Tributario (AVDT) Editorial Legis Caracas 2015. 
p. xi y ss. Quien sostiene que: “Las últimas reformas experimentadas en el 
Código Orgánico Tributario han derivado en la erosión y derrumbe de la 
codificación tributaria en Venezuela, caracterizándose por: 1. Desconocer 
la esencia garantista del principio de la legalidad, al facultar al Ejecutivo 
Nacional para que proceda a modificar la alícuota del impuesto, en los 
límites que ella establezca”. 

5	 Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley de Reforma Parcial del Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley de Impuesto Sobre la Renta publicado 
en la Gaceta Oficial N° 6.610 del 30 de diciembre de 2015. 
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el embargo sobre los bienes que él decida y hace el avalúo de 
los mismos para luego rematarlos y cobrarse las sumas que 
dice se le adeudan” 6. Se trata de un procedimiento, como lo 
ha señalado la doctrina especializada: “que la propia adminis-
tración ha creado a su medida, pues no debemos olvidar que 
el Código Orgánico Tributario proviene de un Decreto-Ley 
emanado de la Presidencia de la República, de modo que en 
su redacción participó uno de los sujetos activos que pueden 
llevar adelante este procedimiento para el cobro de deudas 
tributarias” 7. De tal manera que, habiendo el contribuyente 
interpuesto un recurso contencioso tributario, si en virtud del 
procedimiento de cobro ejecutivo previsto en la reforma del 
Código le son embargados y rematados sus bienes para el pago 
de créditos fiscales, se hace nugatorio o vacío de contenido el 
derecho a la tutela judicial efectiva previsto en el artículo 26 de 
la Constitución vigente ya que es de la esencia de un Estado de 
Derecho y de Justicia el que se garantice una justicia imparcial, 
transparente, e independiente.

Una cuarta limitación la constituye la previsión de medi-
das cautelares por la Administración Tributaria en los casos 
de existencia de riesgo para la percepción de los créditos por 
tributos sin la intervención del Poder Judicial. En este sentido, 
la comentada Reforma del Código Orgánico Tributario de 
noviembre 2014 faculta a la Administración Tributaria en dic-
tar medidas cautelares sin la intervención de los jueces, lo cual 
implica la vulneración de Derechos Constitucionales como lo 
constituyen el derecho al Debido Proceso (Artículo 49 de la 
constitución vigente), y el Derecho a la Tutela Judicial efectiva 
(Artículo 26 de la constitución vigente) siendo que a partir de 
dicha reforma, en este procedimiento, la Administración Tri-
butaria se constituye en juez y parte, limitando los derechos 

6	 Consúltese Belisario Rincón, Jose Rafael: “El procedimiento de cobro eje-
cutivo previsto en Código Orgánico Tributario de 2014” en la Reforma del 
Código Orgánico Tributario 2014, Asociación Venezolana de Derecho Tribu-
tario (AVDT) Editorial Legis, Caracas, octubre 2015, p. 186.

7	 Ídem, p. 187.
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económicos de los contribuyentes como lo constituye el dere-
cho de propiedad, pudiéndose practicar entre otras medidas 
cautelares: embargo preventivo de bienes muebles y derechos, 
retención de bienes muebles, prohibición de enajenar y gravar, 
suspensión de devoluciones tributarias y suspensión del dis-
frute de incentivos fiscales otorgados. Por tanto, se prevé en 
esta última reforma del COT, a diferencia de las reformas ante-
riores, que dichas medidas cautelares pueden ser dictadas por 
la propia Administración Tributaria, en contraste, con la situa-
ción anterior, que implicaba que dicho procedimiento debía 
tramitarse por ante los tribunales y que eran los jueces los que 
podían, previo el cumplimiento de los presupuestos procesa-
les, declarar procedente o no las mismas, analizando en dicho 
casos el humo de buen derecho y el peligro en el retardo en 
la ejecución del fallo y establecer si efectivamente existía un 
riesgo en la percepción del tributo y sus accesorios. Con esta 
reforma el Código Orgánico Tributario (COT), la administra-
ción puede directamente dictar dichas medidas garantizando 
así la percepción del tributo y sus accesorios pudiendo no exis-
tir riesgo en la percepción de los mismos 8.

Una quinta limitación la constituye el aumento de las san-
ciones y el incremento de su cuantía constituyendo una viola-
ción del principio de proporcionalidad 9. 

En efecto, dichas limitaciones introducen importantes 
cambios en la relación jurídico tributaria entre los contribu-
yentes y el poder tributario restringiendo los derechos econó-
micos de los ciudadanos y facilitando la percepción de créditos 

8	 Iturbe Alarcón, Manuel “Las medidas cautelares y su reforma en el Código 
Orgánico Tributario de 2014” en la Reforma del Código Orgánico Tributario 
de 2014. Asociación Venezolana de Derecho Tributario (AVDT) Editorial 
Legis Caracas octubre 2015 p. 207 y ss

9	 Véase el trabajo de Espina Matute, Nel David, “Apuntes sobre el principio 
de proporcionalidad en algunas de las sanciones previstas en el Código 
Orgánico Tributario” en la Reforma del Código Orgánico Tributario de 2014. 
Asociación Venezolana de Derecho Tributario (AVDT) Editorial Legis 
Caracas octubre 2015 p. 71 y ss.
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por tributos o incluso su cobro ejecutivo mejorando el flujo de 
caja del gobierno, vulnerando los derechos de propiedad de los 
contribuyentes, así como el derecho a la tutela judicial efectiva 
previsto en el artículo 26 de la Constitución vigente, así como el 
derecho al debido proceso previsto en la constitución vigente 
de 1999. Muchas de estas modificaciones, sin duda, tienen por 
objetivo una política de carácter fiscalista para aumentar la 
recaudación de los tributos en detrimento de los ciudadanos 
o contribuyente implicando el establecimiento de una relación 
jurídica de carácter vertical o con excesivos poderes para una 
de las partes de la referida relación.


